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I. SOBRE EL ESTADO DEMOCRÁTICO DE DERECHO 
El Estado democrático de derecho en el mundo contemporáneo, puede 

decirse que está construido sobre cuatro elementos fundamentales: en primer 
lugar, la existencia de una Constitución como norma suprema, directamente 
aplicable a los particulares; en segundo lugar, la democracia como régimen 
político, que tiene por objeto asegurar el gobierno del pueblo como titular de 
la soberanía, sea en forma indirecta a través de representantes, o bien mediante 
instrumentos para su ejercicio directo; en tercer lugar, el goce y ejercicio de 
los derechos humanos, como fin esencial del orden político; y en cuarto lugar, 
el control del poder, como sistema político constitucional, que tiene por objeto 
impedir el abuso de quienes ejercen el poder estatal. Los cuatro elementos es-
tán interrelacionados, de manera que ninguno puede existir aisladamente y sin 
que exista el otro: no puede haber efectiva supremacía constitucional, verdade-
ra democracia ni efectivo goce y protección de los derechos humanos si no 
hay control del poder; y sólo en democracia es que se concibe el sistema de 
derechos humanos, la posibilidad de controlar el poder y garantizar efectiva-
mente la supremacía de la Constitución.  

En otras palabras, para que pueda existir y funcionar efectivamente la 
democracia y se pueda asegurar realmente la protección de los derechos 
humanos y la supremacía constitucional, se requiere de un marco constitucio-
nal que establezca y permita el control del poder, de manera que los diversos 
poderes del Estado puedan limitarse mutuamente, y mediante su división y 
distribución, el poder pueda frenar al poder. Sólo en un sistema donde exista 
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el control del poder puede haber garantía esencial de todos los valores de la 
propia democracia, como el respeto a la voluntad popular, la vigencia de los 
derechos humanos, el pluralismo político, la alternabilidad republicana o el 
Estado de derecho. 

Precisamente por ello, en ese instrumento internacional excepcionalísimo 
como es la Carta Democrática Interamericana adoptada en la Asamblea Ge-
neral de la Organización de Estados Americanos, en Lima, el 11 de septiembre 
de 2001, se enumeraron en su artículo 3, como elementos esenciales de la de-
mocracia representativa, además del respeto a los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales; además del acceso al poder y su ejercicio con suje-
ción al Estado de derecho; además de la celebración de elecciones periódicas, 
libres, justas y basadas en el sufragio universal y secreto, como expresión de 
la soberanía del pueblo; y además del régimen plural de partidos y organiza-
ciones políticas; la necesaria existencia –dice- de “la separación e independen-
cia de los poderes públicos”. Además, la misma Carta definió en su artículo 
4º, como componentes fundamentales del ejercicio de la democracia, la trans-
parencia de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad 
de los gobiernos en la gestión pública, y el respeto por los derechos sociales y 
la libertad de expresión y de prensa. Además, se declaró que son igualmente 
fundamentales para la democracia la subordinación constitucional de todas las 
instituciones del Estado a la autoridad civil legalmente constituida y el respeto 
al Estado de derecho de todas las entidades y sectores de la sociedad. La de-
mocracia, por tanto, es mucho más que las solas elecciones y votaciones. 

Sin embargo, entre todos esos elementos y componentes esenciales de la 
democracia, sin duda, el que se refiere a la separación e independencia de los 
Poderes Públicos es precisamente el que permite estructurar un verdadero ré-
gimen democrático, permite asegurar la supremacía de la Constitución y per-
mite la efectiva vigencia de los derechos humanos1.  

No olvidemos que en nuestros países, desde hace mucho tiempo y con 
todos los altos y bajos de su efectividad, hemos tenido instituciones que han 
buscado asegurar el respeto a los derechos humanos, la sujeción del poder al 
derecho, elecciones más o menos regulares y libres y un régimen plural de 
partidos. Pero si nuestras democracias no terminan de arraigar, es porque nos 
                                                 
1  Véase sobre la Carta Democrática Interamericana y la crisis de la democracia en Venezuela, 
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ha faltado implantar efectivamente el último de los elementos mencionados en 
la Carta Democrática Interamericana, el de la efectiva “separación e indepen-
dencia de los poderes”; es decir, el orden constitucional que debe existir en 
toda democracia para controlar y limitar el poder, y que hace posible la misma 
gobernabilidad de la democracia, y en particular, lograr una  efectiva represen-
tación política; la posibilidad real de participación política del ciudadano; un 
buen gobierno que sea transparente y responsable, la garantía de los derechos 
humanos y la vigencia efectiva del Estado de derecho.  

Porque sin control del poder no sólo la democracia no es gobernable, sino 
que no pueden tener efectiva vigencia todos los otros factores esenciales de la 
democracia antes mencionados, pues sólo controlando al Poder es que puede 
haber elecciones completamente libres y justas, es decir, puede haber repre-
sentatividad efectiva; sólo controlando al poder es que puede haber pluralismo 
político; sólo controlando al Poder es que puede haber efectiva participación 
democrática; sólo controlando al Poder es que se puede asegurar  una efectiva 
transparencia en su ejercicio, con exigencia de la rendición de cuentas por los 
gobernantes; sólo controlando el Poder es que se puede asegurar un buen go-
bierno sometido al respeto de la Constitución y del Estado de derecho; sólo 
controlando el Poder es que puede haber un efectivo acceso a la justicia; y só-
lo controlando al Poder es que puede haber real y efectiva garantía de respeto 
a los derechos humanos. 

Al contrario demasiada concentración y centralización del poder, si no 
hay controles efectivos sobre los gobernantes, y peor aún, si estos tienen o 
creen tener apoyo popular, conduce al autoritarismo y, en definitiva, a la tira-
nía. Y esa es la historia de la humanidad durante el Siglo pasado, que nos ha 
mostrado precisamente a tiranos que usaron el voto de la mayoría para acceder 
al poder y desde allí aplicaron el autoritarismo para acabar con la propia de-
mocracia y con todos sus elementos, comenzando por los derechos humanos. 

Desde los inicios del constitucionalismo moderno, además, estos  princi-
pios quedaron plasmados en la misma Declaración francesa de los Derechos 
del Hombre y del Ciudadano de 1789, cuando proclamó que “toda sociedad en 
la cual la garantía de los derechos no esté asegurada, ni la separación de pode-
res determinada, no tiene Constitución” (art. XVI). Constitución, separación 
de poderes, respeto a los derechos humanos, y más modernamente, la demo-
cracia, han sido y continúan siendo los signos más arraigados, y no necesaria-
mente desarrollados en la práctica, del constitucionalismo contemporáneo pro-
pios del Estado de derecho.  
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II.  EL CONTROL DEL PODER Y LOS TRIBUNALES CONSTITU-
CIONALES 

Ahora bien, una pieza esencial de este proceso relativo al control del po-
der, la constituye el control judicial de la constitucionalidad de los actos esta-
tales, que permite particularmente el control de la constitucionalidad de las 
leyes, y que garantiza la protección judicial de los derechos humanos. De allí 
la progresiva consolidación de los tribunales constitucionales en el mundo 
contemporáneo, precisamente como la pieza más importante para el control 
del poder, para garantizar la supremacía de la Constitución, asegurar la demo-
cracia y servir de instrumentos para asegurar y proteger el efectivo goce y res-
peto de los derechos humanos.  

Me refiero a los tribunales con competencia en cuestiones constituciona-
les, sea que se trate de tribunales creados como tribunales constitucionales, o 
sea que se trata de los tribunales ordinarios cuando ejercen competencias cons-
titucionales.  

En el primer caso están los tribunales constitucionales creados específi-
camente para ejercer en exclusiva la jurisdicción constitucional. Así sucede 
por ejemplo, primero, con los Tribunales y Cortes Constitucionales que se han 
establecido dentro o fuera del Poder Judicial, como ha sucedido en Guatemala, 
Chile, Perú, Ecuador, Colombia y Bolivia; segundo, con las Salas Constitu-
cionales establecidas dentro de las Cortes Supremas de Justicia, sea con potes-
tad decisoria propia como las Salas Constitucionales de Costa Rica, El Salva-
dor, Paraguay y Venezuela; o con potestad decisoria limitada por la regla de la 
unanimidad, como sucede en el caso de la Sala Constitucional de Honduras; y 
tercero, con las Cortes Supremas de Justicia que ejercen la jurisdicción consti-
tucional, sea teniendo una Sala Constitucional como entidad ponente, como 
sucede en Nicaragua, o ejerciendo sus competencias en Pleno, compartidas 
con las competencias de casación, como sucede en Brasil, Panamá, Uruguay, 
México.  

En segundo caso, también se pueden considerar como tribunales consti-
tucionales, los tribunales ordinarios cuando ejercen el control difuso de la 
constitucionalidad de las leyes, como sucede por ejemplo en Argentina, Brasil, 
Perú, Colombia y Venezuela; o cuando conocen de las acciones de amparo, 
como sucede en casi todos los países suramericanos.  
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 En todos esos supuestos, el rol de los tribunales constitucionales es ga-
rantizar la Constitución y su supremacía2, y a través de ella, la democracia, el 
control del poder y la vigencia de los derechos humanos. Los ciudadanos en 
un Estado democrático de derecho, tienen en efecto un derecho constitucional 
a que se preserve la supremacía de la Constitución, pues ello es la garantía de 
su propio derecho a la democracia, a que se controle el abuso del poder y a 
que los otros derechos constitucionales tengan vigencia. 
III.  EL DERECHO CIUDADANO A LA SUPREMACÍA CONSTITU-
CIONAL 

En efecto, si partimos del supuesto de que la Constitución es manifesta-
ción de la voluntad del pueblo que debe prevalecer sobre la voluntad de los 
órganos constituidos, el primer y principal derecho constitucional que los ciu-
dadanos tienen en un Estado de derecho, es el derecho a dicha supremacía, es 
decir, al respeto de la propia voluntad popular expresada en la Constitución. 
Nada se ganaría con señalar que la Constitución, como manifestación de la 
soberanía del pueblo, debe prevalecer sobre la de los órganos del Estado, si no 
existiere el derecho de los integrantes del pueblo de exigir el respeto de esa 
Constitución. 

El constitucionalismo moderno, por tanto, en nuestro criterio, está mon-
tado no sólo en el principio de la supremacía constitucional, sino en el Princi-
pio de que, como secuela del anterior, también existe un derecho del ciudada-
no a esa supremacía3, que se concreta, conforme al principio de la separación 
y control del poder, en un derecho fundamental a la tutela judicial de la su-
premacía constitucional. 

En esta forma, el desarrollo de la justicia constitucional en sus dos ver-
tientes, como protección de la parte orgánica de la Constitución, o como pro-
tección de su parte dogmática, es decir, de los derechos y libertades constitu-
cionales, en definitiva no es más que la manifestación de la garantía constitu-
cional del derecho fundamental del ciudadano al respecto de la supremacía 
constitucional, es decir, a la tutela judicial efectiva de dicha supremacía. 

Este derecho fundamental, así, se concreta tanto en un derecho al control 
jurisdiccional de la constitucionalidad de los actos estatales, sea mediante sis-
temas de justicia constitucional concentrados o difusos, y en un derecho al 
                                                 
2  Véase Allan R. Brewer-Carías, "La Justicia Constitucional", Revista Jurídica del Perú, Nº 3, 

1995, Trujillo, Perú, pp. 121 a 160. 
3  Véase Allan R. Brewer-Carías, "El amparo a los derechos y libertades constitucionales (una 

aproximación comparativa)" en La protección jurídica del ciudadano. Estudios en Homenaje al 
Profesor Jesús González Pérez, Madrid 1993, Tomo III, pp. 2.696 y 2.697 
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amparo judicial de los demás derechos fundamentales de las personas, sea 
mediante acciones o recursos de amparo u otros medios judiciales de protec-
ción inmediata de los mismos. La consecuencia de este derecho fundamental, 
sin duda, implica el poder atribuido a los jueces de asegurar la supremacía 
constitucional, sea declarando la nulidad de los actos contrarios a la Constitu-
ción, sea restableciendo los derechos fundamentales vulnerados por acciones 
ilegítimas, tanto de los órganos del Estado como de los particulares. 

Tratándose de un derecho fundamental de los ciudadanos, el de asegurar 
la supremacía constitucional mediante la tutela judicial de la misma, es evi-
dente que sólo la Constitución podría limitar dicho derecho, es decir, sería in-
compatible con la idea del derecho fundamental de la supremacía constitucio-
nal que se postula, cualquier limitación legal a la misma, sea manifestada en 
actos estatales excluidos del control judicial de constitucionalidad; sea en de-
rechos constitucionales cuya violación no fuera amparable en forma inmedia-
ta. La supremacía constitucional es una noción absoluta, que no admite excep-
ciones, por lo que el derecho constitucional a su aseguramiento tampoco pue-
de admitir excepciones, salvo por supuesto, las que establezca la propia Cons-
titución. 

De lo anterior resulta que, en definitiva, en el derecho constitucional con-
temporáneo, los tribunales constitucionales se han estructurado como una ga-
rantía adjetiva al derecho fundamental de los ciudadanos a la supremacía cons-
titucional. 

En cierta forma, como lo ha señalado Silvia Snowiss en su análisis histó-
rico sobre los orígenes de la justicia constitucional de Norteamérica, ésta tuvo 
su origen como mecanismo sustitutivo de la revolución4. Recuérdese que en la 
propia Declaración de Derechos que precedió la Constitución o forma de Go-
bierno de Virginia de 29 de junio de 1776, se declaró como derecho colectivo 
el “que corresponde a la mayoría”, como “derecho indudable, inalienable e 
irrevocable” de “reformar, alterar y abolir” cualquier gobierno establecido en 
forma “inadecuada o contraria” a los propósitos establecidos en la Declaración 
(III).  

Ello significa que si los ciudadanos tienen derecho a la supremacía cons-
titucional, como pueblo soberano, cualquier violación de la Constitución po-
dría dar lugar a la revocatoria del mandato a los representantes o a su sustitu-
ción por otros, en aplicación del derecho a la resistencia o a la revuelta que 

                                                 
4  Véase Silvia Snowiss, Judicial Review and the Law of the Constitution, Yale University Press 

1990, p. 113. 
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defendía John Locke5. En caso de opresión de los derechos o de abuso o usur-
pación, la revolución era la solución o la vía de solución de conflictos por par-
te del pueblo. Pues bien, y precisamente como sustituto de la misma, sin em-
bargo, se considera que surgió el poder atribuido a los tribunales constitucio-
nales para dirimir los conflictos constitucionales entre los poderes constituidos 
o entre estos y el pueblo. Esa es, precisamente, la tarea de los tribunales cons-
titucionales, quedando configurada la justicia constitucional como la principal 
garantía al derecho ciudadano a la supremacía constitucional. 
IV.  LA GARANTIA DE LA CONSTITUCIÓN Y LOS TRIBUNALES 
CONSTITUCIONALES 

Por tanto, la existencia misma de los tribunales constitucionales como 
instrumentos para la consolidación del Estado de derecho, deriva de la idea 
misma de Constitución como norma suprema y positiva, directamente aplicada 
a gobernantes y gobernados. 

Como lo señaló Mauro Cappelletti, la Constitución considerada "no co-
mo una simple pauta de carácter político, moral o filosófico, sino como una 
ley verdadera, positiva y obligante, con un carácter supremo y más permanen-
te que la legislación positiva ordinaria"6. O como lo puntualizó Eduardo Gar-
cía de Enterría, como normas jurídicas efectivas, que prevalecen en el proceso 
político, en la vida social y económica del país, y que sustentan la validez a 
todo el orden jurídico7. En este sentido, la Constitución como ley suprema, 
real y efectiva, contiene normas directamente aplicables tanto a los órganos 
del Estado como a los individuos. 

Este fue el concepto adoptado en los Estados Unidos de América desde 
los inicios del constitucionalismo, y en los países de América Latina, desde el 
siglo pasado. Fue el concepto adoptado en Europa después de la Revolución 
francesa, y que, abandonado durante el siglo XIX, fue redescubierto en el Si-
glo XX, particularmente después de la Segunda Guerra Mundial.  Es el mismo 
sentido normativo que se desprende de la decisión de la Corte Suprema nor-

                                                 
5  Véase John Locke, Two Treatises of Government (ed. Peter Laslett), Cambridge UK, 1967, pp. 

221 y ss. 
6  M. Cappelletti, Judicial Review of Legislation and its Legitimacy. Recent Developments. Gen-

eral Report. International Association of Legal Sciences. Uppsala, 1984 (mimeo), p. 20; tam-
bién publicado como "Rapport général" en L. Favoreu y J.A. Jolowicz (ed). Le contrôle juridic-
tionnel des lois Légitimité, effectivité et développements récents, París, 1986, pp. 285-300. 

7  E. García de Enterría, La Constitución como norma y el Tribunal constitucional, Madrid, 1985, 
p. 33, 39, 66, 71, 177 y 187. 



 8

teamericana, en el caso Trop vs Dulles, 1958, en la cual, en relación al carácter 
normativo de la Constitución, estableció lo siguiente: 

"Las disposiciones de la Constitución no son adagios trillados ni contraseñas vacías. 
Son principios vitales y vivos que autorizan y limitan los poderes gubernamentales de 
nuestra Nación. Son normas de Gobierno. Cuando se cuestiona ante este Tribunal la 
constitucionalidad da una ley del Congreso, debemos aplicar dichas normas. De lo 
contrario, los términos de la Constitución se convertirían en poco más que buenas in-
tenciones"8. 

Por ello, en los sistemas jurídicos contemporáneos, las Constituciones no 
son aquellas "buenas intenciones" ni esos "adagios trillados" a que se refería 
tal decisión; al contrario, su contenido tienen un carácter normativo que rige 
tanto respecto de los órganos del Estado como de los individuos. 

Este principio rige ahora, incluso, en Francia, donde anteriormente, en el 
sistema constitucional tradicional instaurado por las Leyes constitucionales de 
1875, debido a la inexistencia de la Declaración de los Derechos del Hombre y 
del Ciudadano en el texto de la Constitución9, sus disposiciones fueron consi-
deradas como no directamente aplicables a los individuos. Sin embargo, tras 
varias decisiones del Consejo Constitucional adoptadas en los años setenta del 
Siglo pasado, el "bloque de la constitucionalidad"10 fue ampliado para incluir 
en el mismo a la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 
1789, a los Preámbulos de las Constituciones de 1946 y 1958, y a los princi-
pios fundamentales reconocidos por las leyes de la República11. Esto llevó a 
Jean Rivero a afirmar, con respecto a la creación del derecho por los tribunales 
constitucionales, que con las decisiones del Consejo Constitucional basadas en 
"la Constitución y en particular en su Preámbulo", se había producido "una 
revolución": 

"He allí, de una sola vez, la Declaración de 1789, el Preámbulo de 1946, los princi-
pios fundamentales reconocidos por las leyes de la República, integrados a la Consti-
tución francesa, aun cuando la Constituyente no lo quiso. La Constitución francesa 

                                                 
8  356 US 86 (1958). 
9  J. Rivero, Les libertés publiques, vol. 1, París, 1973, p. 70. 
10  L. Favoreu, "Le principe de constitutionalité. Essai de définition d'après la jurisprudence du 

Conseil constitutionnel" en Recueil d'études en l’honneur de Charles Eisenmann, París, 1977, 
p. 33. 

11  L. Favoreu, Le contrôle juridictionnel des lois et sa légitimité. Développements récents en Eu-
rope occidentale, Association Internationale des Sciences Juridiques, Colloque d'Uppsala, 1984 
(mineo), p. 8; publicado en L. Favoreu y J. A. Jolowicz, Le contrôle juridictionnel des lois..., 
cit., pp. 17 y sgts. 
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duplicó de tamaño por simple voluntad del Consejo Constitucional"12. 

Este carácter normativo de la Constitución en relación a los órganos del 
Estado y a los individuos, y su aplicación por los tribunales, también han pro-
vocado cambios en relación a las llamadas "normas programáticas" de la 
Constitución, las cuales tradicionalmente habían sido consideradas como nor-
mas sólo directamente aplicables al Legislador13. Por el contrario, el carácter 
normativo de la Constitución como tendencia esencial del constitucionalismo 
contemporáneo, tiende a la superación del carácter programático atribuido a 
algunas normas constitucionales, y a imponer su ejecución por los tribunales 
como normas directamente aplicables a los individuos, dejando ser considera-
das sólo como aquellas "buenas intenciones".   

Por otra parte, en el derecho constitucional contemporáneo, los tribunales 
constitucionales existen, no sólo porque existe una Constitución como norma 
verdaderamente aplicable por los tribunales, sino además, porque la misma 
tiene efectiva supremacía sobre el orden jurídico en su conjunto, en el sentido 
de que prevalece frente a todas las normas, actos y principios de derecho con-
tenidos en un sistema jurídico determinado. Esta supremacía de la Constitu-
ción sobre las demás fuentes del derecho y, en particular, sobre los actos del 
Parlamento, implica que la Constitución es la ley suprema que determina los 
valores supremos del orden jurídico, y que, desde esa posición de supremacía, 
puede ser tomada como parámetro para determinar la validez de las demás 
normas jurídicas del sistema. 

Esta concepción de la Constitución como ley suprema también se la de-
bemos, sin duda, al constitucionalismo norteamericano, constituyendo no sólo 
una de sus grandes contribuciones a la historia universal del derecho, sino el 
fundamento de la noción misma de la justicia constitucional. Esta concepción 
surgió de la integración de la tradición del derecho natural en la versión de 
John Locke y Edward Coke, de la "ley de leyes", "ley inmutable", es decir, lex 
legum, lex aeterna y lex immutabile, con la forma jurídica concreta plasmada 
en los Pactos y Cartas de las Colonias americanas, que luego fue formalizada 
como ley fundamental, en un documento solemne, precisamente aquél que iba 

                                                 
12  J. Rivero, "Rapport de Synthèse" in L. Favoreu (ed), Cours Constitutionnelles Européennes et 

Droit Fondamental, Aix-en-Provence, 1982, p. 520. 
13  E. García de Enterría, op. cit., pp. 37, 69. Cfr. P. Biscaretti di Ruffia y S. Rozmaryn, La Consti-

tution comme loi fondamental dans les Etats de l’Europe Occidentale et dans les Etats Socia-
listes, Torino, 1966, p. 39. 
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a darse a conocer bajo el nombre de "Constitución"14.  En esa forma, en la 
Constitución de los Estados Unidos de 1787 se adoptó el concepto de la su-
premacía de la Constitución sobre la legislación de los Estados; es decir, al 
principio según el cual la Constitución es la ley suprema del país, que deben 
aplicar los jueces a pesar de cualquier disposición contraria en las Constitu-
ciones o Leyes de los Estados miembros, lo cual se consagró en la Constitu-
ción como la "Cláusula de supremacía"15.  

Debe señalarse, sin embargo, que en su artículo I, sección 9, la Constitu-
ción norteamericana había impuesto algunas limitaciones al Congreso16, 
habiendo sido concebida, además, en 1789, tanto la primera Enmienda a la 
Constitución, como las otras nueve dirigidas a configurar una Declaración de 
derechos y garantías individuales (Bill of rights), como una limitación al Poder 
Legislativo.  

En todo caso, la "Cláusula de supremacía", las limitaciones constitucio-
nales impuestas al Congreso por la Constitución y el poder conferido a la Cor-
te Suprema para "resolver cualquier causa, en derecho y equidad, derivada de 
esta Constitución" (artículo III, sección 2), junto con los antecedentes de la 
"ley suprema" del sistema constitucional británico, fueron las que llevaron a la 
adopción formal de la doctrina de la supremacía constitucional y en conse-
cuencia, del control judicial de la constitucionalidad17. 

Ese control se estableció por primera vez en relación a las leyes federa-
les, en el famoso caso Marbury vs Madison de 180318, en el cual el principio 
                                                 
14  E.S. Corwin, The "Higher Law" Background of American Constitutional Law, N. Y., 1955 

(reimpreso en Harvard Law Review, Vol. XLII, 1928-1929, pp. 149-185 y 365-409). 
15  Artículo VI, parágrafo 2do. de la Constitución: "Esta Constitución y las Leyes de los Estados 

Unidos que se sancionen conforme a ella, y todos los Tratados firmados o por firmar bajo la au-
toridad de los Estados Unidos, conformarán la Ley Suprema de la Nación; y los Jueces de cada 
Estado estarán subordinados a ella, independientemente de cualquier disposición contraria de 
las Leyes de cualquier Estado". 

16  Por ejemplo: "El privilegio del autor de Habeas Corpus no se suspenderá, salvo cuando así lo 
requiera la seguridad pública en los casos de rebelión o invasión". No se dictará Ley alguna de 
efectos individuales o expost facto" (numerales 2 y 3). 

17  Véase Silvia Snowiss, Judicial Review..., cit., pp. 90 y ss. 
18  5. U.S. (1 Cranch), 137; 2 L. Ed 60 (1803). Con relación a este caso véase en general E. S. 

Corwin, The Doctrine of judicial review. Its legal and historical basis and other Essays, 
Princeton, 1914, pp. 1 y 78. El caso que provocó la decisión puede resumirse así: El Presidente 
John Adams, justo antes de finalizar su período, había nombrado a William Marbury como 
Juez de Paz. El nuevo Presidente, Thomas Jefferson, no quería a Marbury en el ejercicio del 
cargo, y ordenó al Secretario de Estado, James Madison, que no le diera el nombramiento. 
Marbury pidió a la Corte Suprema una orden o mandamiento judicial requiriendo del Secretario 
de Estado le otorgara el nombramiento. En la decisión, y aun cuando el Chief Justice John 
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de la supremacía de la Constitución fue el argumento principal para el ejerci-
cio de tal poder de control judicial de la constitucionalidad de las leyes por 
parte de la Corte Suprema. 

En efecto, el Chief Justice Marshall, buscando determinar si de confor-
midad con la Constitución, la Corte Suprema podía ejercer la autoridad que le 
había sido conferida por la Ley Judicial de 1789, de dictar writs of mandamus 
a los empleados públicos, y considerando que ello "no estaba previsto en la 
Constitución", decidió "investigar la posibilidad de que una jurisdicción así 
conferida pudiera ejercerse"; para ello, desarrolló la doctrina de la supremacía 
de la Constitución basándose en la pregunta de si "un acto incompatible con la 
Constitución podía o no llegar a convertirse en ley de la Nación?". 

Con miras a responder esta pregunta siguió un razonamiento lógico, esta-
bleciendo, en primer lugar, el principio de la supremacía de la Constitución. 
Inició su argumentación aceptando la idea de un "derecho original" del pueblo 
a fijar los principios que han de regir "su futuro gobierno", como "la base so-
bre la cual se ha erigido todo el sistema norteamericano". En su opinión, este 
derecho original de adoptar tales principios "fundamentales" y "permanentes" 
representaba una tarea considerable, de tal manera que no debía "repetirse fre-
cuentemente". 

Esta "voluntad original y suprema", decía, "organiza el gobierno..., con-
fiere a diferentes departamentos sus poderes respectivos... (y) fija ciertas limi-
taciones que dichos departamentos no pueden sobrepasar". Consideró que el 
Gobierno de los Estados Unidos era del tipo en el que "los poderes de la Le-
gislatura están definidos y limitados" y fue precisamente, para que "estas limi-
taciones no puedan ser mal interpretadas u olvidadas", por lo que se adoptó 
una Constitución escrita con aquellos principios fundamentales y permanen-
tes. 

Luego, el juez Marshall se preguntó: 

"¿Para qué fin están limitados los poderes, y para qué fin tal limitación se pone por 
escrito si dichos límites pudieran ser transgredidos, en cualquier momento, por aque-
llos a quienes se busca restringir? La distinción entre un gobierno con poderes limita-
dos y otro con poderes ilimitados desaparece, si esos límites no obligan a los indivi-
duos sobre quienes se imponen, y si los actos prohibidos y aquellos permitidos tienen 
la misma obligatoriedad". 

                                   
Marshall considerara que se había tratado injustamente a Marbury, desechó el caso al conside-
rar que la Corte Suprema no tenía competencia para ordenar actuaciones a un órgano del Poder 
Ejecutivo, a pesar de que la Ley Judicial la autorizaba para ello, considerando que al así hacerlo 
la ley estaba en contradicción con la Constitución. 
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La alternativa, según el, como proposición demasiado evidente para ser 
cuestionada, era la siguiente, o: 

"que la Constitución controla cualquier acto legislativo incompatible con ella; o que 
el poder legislativo puede modificar la Constitución mediante un acto ordinario"; 

en relación a lo cual explicaba: 

"En esta alternativa no hay término medio. O la Constitución es una ley suprema so-
berana, que no puede ser modificada por medios ordinarios, o está en el mismo nivel 
que los actos legislativos ordinarios y, al igual que éstos, puede ser modificada cuan-
do le plazca a la legislatura. 

Si la primera parte de la alternativa es cierta, entonces un acto legislativo contrario a 
la Constitución no es una ley; si la última parte es cierta, entonces las constituciones 
escritas no son sino intentos absurdos por parte del pueblo de limitar un poder por na-
turaleza ilimitable". 

Por supuesto, su conclusión fue que la Constitución era "la ley suprema y 
soberana de la Nación", principio que consideraba "como uno de los princi-
pios fundamentales de nuestra sociedad". En consecuencia, aceptó el postula-
do según el cual "un acto de la legislatura incompatible con la Constitución es 
nulo", considerando como "la esencia misma del deber judicial", el determinar 
las normas que rigen el caso, cuando una ley está en oposición a la Constitu-
ción. En estos casos, concluyó, "la Constitución es superior a cualquier acto 
ordinario de la legislatura; la Constitución, y no tales actos ordinarios, deben 
regir el caso al que ambos se aplican". Lo contrario, significaría otorgar "a la 
legislatura una omnipotencia real y práctica...; significaría lo mismo que pres-
cribir limitaciones y declarar que estas pueden ser transgredidas a voluntad... 
lo que, en conjunto, socavaría el fundamento mismo de todas las Constitucio-
nes escritas". 

Después de este caso, el principio de supremacía de la Constitución, en el 
sentido de que prevalece sobre cualquier otra ley incompatible con ella, se 
convirtió en una de las principales características del constitucionalismo mo-
derno y, por supuesto, de la posibilidad misma del control judicial de la cons-
titucionalidad de las leyes. 

Esa doctrina de la supremacía de la Constitución y del control jurisdic-
cional de la constitucionalidad, fue seguida posteriormente en toda América 
Latina desde el Siglo XIX, pero en contraste, sólo se abrió camino en Europa, 
después de la Primera Guerra Mundial, principalmente a través del sistema 
constitucional concebido por Hans Kelsen para su país, reflejado en la Consti-
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tución austriaca de 1920, así como en la Constitución checoslovaca del mismo 
año. Años más tarde, después de la Segunda Guerra Mundial, el sistema aus-
triaco de supremacía constitucional y tribunales o cortes constitucionales fue 
adoptado por Alemania e Italia para luego, por su influencia, extenderse a 
otros sistemas constitucionales europeos, como sucedió en España y Portugal; 
y más recientemente en todos los países de Europa oriental. 

Como le señaló hace algunos años Louis Favoreu, fue durante las últimas 
décadas del siglo XX cuando Europa volvió a "descubrir" la Constitución co-
mo una ley suprema, que coloca algunos valores fundamentales de la sociedad 
fuera del alcance de mayorías parlamentarias ocasionales o temporales, trans-
firiendo el tradicional carácter sagrado de los actos del Parlamento a la Consti-
tución. De allí que la Constitución haya sido "rejuridificada" en el sentido de 
que se le considera ahora como una ley fundamental directamente ejecutable 
por los jueces y aplicable a los individuos19. 

La situación en América Latina, en todo caso, siempre fue distinta. Bajo 
la inspiración del constitucionalismo americano, el principio de la supremacía 
constitucional y de la justicia constitucional se arraigó en nuestros países des-
de el siglo XIX, habiendo pasado a configurarse como uno de los principios 
clásicos del constitucionalismo latinoamericano, por cuya consolidación se-
guimos luchando en nuestros países. 

 
V.  EL ACTIVISMO DE LOS TRIBUNALES CONSTITUCIONALES 
Y LOS VALORES Y PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES  

Otro aspecto que debe mencionarse sobre el papel de los tribunales cons-
titucionales, es que su misión no se limita a garantizar la supremacía del texto 
formal de las normas constitucionales escritas, sino también de los principios 
y valores no escritos de la Constitución escrita. En otras palabras, el control 
jurisdiccional de la constitucionalidad de las leyes no solo se ejercerse en rela-
ción a las normas incluidas en los artículos escritos de la Constitución, sino 
con relación a normas no escritas, que se infieren del texto de la Constitución 
y de su espíritu20. 

En los Estados Unidos de América esto ha sido ampliamente discutido, al 
analizarse el problema del papel activo de la Corte Suprema, en especial, en 
cuanto a la protección de los derechos humanos; y del debate ha surgido el 
                                                 
19  L. Favoreu, Le contrôle juridictionnel des lois et sa légitimité. Développements récents en Eu-

rope occidentale, doc. cit., p. 23. 
20  L. Favoreu, "Rapport général Introductif" en L. Favoreu (ed.), Cours Constitutionnelles... cit., 

p. 45. 
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llamado modelo no-interpretativo, que ha permitido a los jueces ir más allá de 
las referencias literales a la Constitución y aplicar normas que no se encuen-
tran en el marco del documento escrito, pero que forman parte de los valores 
fundamentales y permanentes de una sociedad determinada y de su sistema 
político.  

Por ello, por ejemplo, a pesar de que ni la Constitución de 1787 ni las 
Enmiendas de 1789 consagraban el principio de igualdad y que la Enmienda 
XIV (1868) sólo establecía la Cláusula de Protección Igual21, la llamada Corte 
Warren pudo adoptar en la década de los cincuenta del siglo pasado las cono-
cidas decisiones que condujeron a eliminar la discriminación racial y permitir 
la protección de minorías tradicionalmente excluidas, particularmente a partir 
de la conocida sentencia en el caso Brown vs Board of Education of Topeka de 
195422. 

En este mismo ámbito de la protección de los derechos fundamentales, 
también debe destacarse el papel del Consejo Constitucional francés, en los 
casos en los cuales controló la conformidad de la legislación con los "princi-
pios generales" o con las "tradiciones republicanas" no definidas, vagas y no 
escritas, "encontradas" por el Consejo Constitucional y definidos como de 
rango jurídico superior23. En este sentido, también puede decirse que fue a 
partir de la década de los sesenta cuando la actitud del Consejo Constitucional 
francés cambió radicalmente, particularmente a partir de la importante deci-
sión adoptada el 16 de julio de 197124 con respecto a la libertad de asociación, 
y al valor jurídico positivo dado al Preámbulo de la Constitución de 1958, con 
todas sus consecuencias25, configurándose así, lo que Louis Favoreu llamó el 
"bloque de la constitucionalidad"26. 
                                                 
21  Cfr.  E. García de Enterría, op. cit., pp. 216-217. Véase también R. Berger, Government by 

Judiciary. The Transformation of the fourteen Amendment, 1977. 
22  Véase en particular Brown vs Board of Education of Topeka, 347 U.S. 483 (1954).  
23  M. Cappelletti, “El formidable problema del control judicial y 1a contribución del análisis 

comparado”, Revista de estudios políticos, 13, Madrid 1980, p.69 (“The Mighty Problem” of 
Judicial Review and the Contribution of Comparative Analysis, in Southern California Law 
Review, 1980, p. 409). 

24  Véase en L. Favoreu y L. Philip, Les grandes décisions du Conseil Constitutionnel, París 1984, 
pp. 222-237 

25  L. Favoreu, "Rapport général Introductif", en L. Favoreu (ed) Cours Constitutionnelles. ... cit., 
pp. 45-46 

26  L. Favoreu, "Le principe de la constitutionalité. Essai de définition d'après la jurisprudence du 
Conseil Constitutionnel", en Recueil d'études en 1'honneur de Charles Eisenmann, Paris 
1977, p. 34. 
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En efecto, el Preámbulo de la Constitución francesa de 1958 establece 
que: 

"El pueblo francés proclama solemnemente su subordinación a los Derechos del 
Hombre y a los principios de soberanía nacional tal como están definidos por la De-
claración de 1789, confirmados y completados por el Preámbulo de la Constitución 
de 1946". 

Este Preámbulo de la Constitución, hasta 1971, había sido considerado 
por el propio Consejo Constitucional como un mero principio de orientación 
para la interpretación constitucional; habiendo considerado que su competen-
cia estaba "estrictamente limitada" por el texto constitucional27. Esta actitud, 
sin embargo, cambió con la mencionada decisión del Consejo Constitucional 
del 16 de julio de 1971, cuando resolvió que una nueva ley, al establecer un 
procedimiento previo de controles judiciales para que una asociación pudiera 
tener capacidad jurídica, era contraria a la Constitución. Esa ley, en realidad, 
era una reforma a la Ley de 1910 referida a las Asociaciones sin fines de lu-
cro, que había sido introducida por el Gobierno a la consideración de la 
Asamblea Nacional en 1970. El Consejo Constitucional la consideró inconsti-
tucional28 partiendo del argumento siguiente: 

La Constitución de 1958, a través del Preámbulo de la Constitución de 
1946, se refería a los "principios fundamentales reconocidos por las leyes de la 
República" entre los cuales debe mencionar el principio de libertad de asocia-
ción. De acuerdo con este principio, las asociaciones pueden constituirse li-
bremente y pueden desarrollar sus actividades públicamente, con la única con-
dición de hacer una declaración previa, cuya validez no podía ser sometida a 
una intervención previa por parte de autoridades administrativas o judiciales. 
El Consejo Constitucional decidió que las limitaciones impuestas a las asocia-
ciones por la nueva ley que establecían un control judicial previo a la mencio-
nada declaración, eran inconstitucionales. Por ello, Jean Rivero afirmó que: 
                                                 
27  L. Hamon, "Contrôle de Constitutionalité et protection des droits individuels. A propos de trois 

décisions récentes du Conseil Constitutionnel", Recueil Dalloz Sirey 1974, Chronique XVI, p. 
85. 

28  Véase la decisión del Consejo Constitucional en L. Favoreu y J. Philip, Les grandes décisions 
du Conseil Constitutionnel, cit., p. 222. Véase los comentarios de la decisión del 16 de julio de 
1971 en J. Rivero, "Note", L'Actualité Juridique. Droit Administratif, 1971, p. 537; J. Rivero 
"Principes fondamentaux par les lois de la République; une nouvelle catégorie constitution-
nelle?", Dalloz 1974, Chroniques, p. 265; J. E. Bardsley, "The Constitutional Council and 
Constitutional Liberties in France", The American Journal of Comparative Law Journal, 20 (3), 
1972, p. 43; y B. Nicolas, "Fundamental Rights and Judicial Review in France", Public Law 
Journal, 1978, p. 83. 
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"La libertad de asociación, la cual no está expresamente consagrada ni por la Decla-
ración ni por "los principios particularmente necesarios en nuestro tiempo", pero que 
ha recibido su status de una Ley del 1º de julio de 1901, se la ha reconocido, por la 
decisión citada (del Consejo Constitucional), come dotada de un carácter constitucio-
nal, y ello no solamente como principio, sino incluso, en relación con las modalidades 
de su ejercicio"29. 

El impacto de esta decisión fue resumido por Barry Nicholas, señalando 
que: 

"Marcó un cambio inequívoco con respecto a la tradición constitucional de la supre-
macía de la ley. Declaró, por sobre todo, que incluso del ámbito reservado a la legis-
lación por el artículo 30 de la Constitución, había principios fundamentales que el 
Parlamento no podía alterar ni infringir. Y sobre todo, declaró que aquellos principios 
fundamentales se encontraban no solamente en la misma Constitución sino también 
en su Preámbulo, y a través del mismo, en el Preámbulo de 1946 (y presumiblemente, 
también en la Declaración de 1789)"30. 

La decisión del 16 de julio de 1971 acerca de la libertad de asociación, 
puede considerarse como un ejemplo de la voluntad creativa del Consejo 
Constitucional para determinar los derechos fundamentales, aun cuando para 
ello tenía que basar su decisión en el Preámbulo de la Constitución de 1958, y 
a través de éste, en el Preámbulo de la Constitución de 1946, considerado co-
mo uno de los "principios fundamentales reconocidos por las leyes de la Re-
pública". Por lo tanto, con el fin de establecer un derecho fundamental o una 
libertad como "principio fundamental", el Consejo Constitucional se basó en 
una ley específica existente, particularmente, en relación con la libertad de 
asociación, como era la Ley del 1º de julio de 1901 que la reconocía. 

Sin embargo, en otros casos31, como sucedió con el derecho a la defensa, 
el Consejo Constitucional, para deducirlo, no se basó en la existencia de una 
ley en particular, sino en "los principios fundamentales reconocidos por las 
leyes de la República". En efecto, en la decisión de 1920 de enero de 198132, 
el Consejo Constitucional también cambió radicalmente la situación previa 
                                                 
29  J. Rivero, "Les garanties constitutionnelles des Droits de l'Homme en Droit français", IX Jou-

mées Juridiques Franco-Latino-américaines, Bayonne, 21-23 mai, 1976 (mimeo), p. 11. 
30  B. Nicholas, loc. cit., p. 89. 
31  Las decisiones del 8 de noviembre de 1976; del 2 de diciembre de 1976; del 19 de enero de 

1981; del 20 de enero de 1981. Cfr. las citas en F. Luchaire, "Procédures et Techniques de Pro-
tection des Droits Fondamentaux. Conseil Constitutionnel Français", en L. Favoreu (ed), Cours 
Constitutionnelles Européennes. .. cit., pp. 69, 70, 83. 

32  L. Favoreu y L. Philip, Les grandes décisions.... cit., pp. 490, 517. 
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con respecto al derecho a la defensa, el cual era considerado por el Consejo de 
Estado, simplemente como un principio general del derecho"33. Al contrario, 
luego de la decisión de 1981, el Consejo Constitucional lo reconoció como 
parte de los "principios y valores de rango constitucional", expresión emplea-
da por el Consejo Constitucional para "designar de manera genérica todas las 
normas que tienen rango constitucional, sin estar incluidas en el texto de la 
Constitución"34. 

Por todo lo anterior, en la actualidad, en Francia, como consecuencia de 
la ampliación del principio de constitucionalidad, la "conformidad con la 
Constitución" no se entiende estrictamente como la conformidad con una dis-
posición expresa de la Constitución. Al contrario, desde los años setenta, la 
noción de norma constitucional que puede servir de norma de referencia para 
el control jurisdiccional de la constitucionalidad se entiende, cada vez más, en 
sentido más amplio, incluyendo disposiciones y principios que están fuera del 
texto expreso constitucional, y en particular, contenidos en la Declaración de 
1789 en los Preámbulos de las Constituciones de 1946 y 1958, en los princi-
pios fundamentales reconocidos por las leyes de la República y en los princi-
pios generales con valor constitucional35. 

En este caso, evidentemente, el problema básico que tienen los tribunales 
constitucionales deriva del grado de claridad del texto constitucional, y conse-
cuentemente, de la factibilidad del ejercicio del control jurisdiccional de la 
constitucionalidad de las leyes, con respecto a nociones que a veces son vagas, 
imprecisas o indeterminadas contenidas en los artículos constitucionales y en 
la necesidad de que el juez constitucional pueda adaptar el texto de la Consti-
tución, con el fin de garantizar su efectividad y supremacía. 

No hay que olvidar que en las Constituciones contemporáneas, respecto 
de las declaraciones de derechos fundamentales, algunas veces están redacta-
das de manera sintética, vaga y elusiva; sus normas a veces se expresan en 
conceptos indeterminados como libertad, orden público, democracia, justicia, 

                                                 
33  Cfr. D. G. Lavroff, "El Consejo Constitucional Francés y la Garantía de las libertades públi-

cas", Revista Española de Derecho Constitucional, Nº 1 (3), 1981, pp. 54-55; L. Favoreu y L. 
Philip, Les grandes décisions... cit, p. 213 

34  L. Favoreu, "Les décisions du Conseil Constitutionnel dans l'affaire desnationalisations", Revue 
du Droit Public et de la Science Politique en France et à l’étranger, T. XCVIII, Nº 2, París 
1982, p. 401 

35  L. Favoreu, "L'application directe et l'effet indirect des normes constitutionnelles", French Re-
port to the XI International Congress of Comparative Law, Caracas, 1982 (mimeo), p. 4 
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dignidad, igualdad, función social o interés público36, todo lo cual tiene que 
conducir a los jueces a ejercer un papel de interpretación muy activo, de lo que 
se ha dado en llamar las "ambigüedades preciosas"37 de las Constituciones. 

En todo caso, estas expresiones vagas e imprecisas de las Constituciones 
siempre expresan algunos conceptos o valores relacionados con los fundamen-
tos generales de una sociedad determinada y su sistema político; por tanto, 
tiene que ser en relación con éstos últimos, que el juez constitucional debe 
desempeñar su papel creativo, y determinar el sentido exacto del concepto. 
Estas expresiones, llamadas "conceptos jurídicos indeterminados" o "nociones 
jurídicas imprecisas"38 las cuales están incluidas en las Constituciones, princi-
palmente por su carácter general, son las que los tribunales constitucionales 
deben explicar e identificar; y mediante un proceso interpretativo, fijar sus 
fronteras para lo cual debe tomar en cuenta, sobre todo, los valores supremos 
que derivan de la Constitución y que, generalmente, se encuentran en el 
Preámbulo o en los primeros artículos del Texto. 

La posición de los tribunales constitucionales frente a la Constitución no 
es, pues, muy diferente de la que cualquier juez tiene normalmente ante las 
leyes, las cuales deben ser interpretadas; y así como los jueces no deben susti-
tuir al Legislador deduciendo conceptos contrarios a lo que está escrito en la 
ley, tampoco pueden interpretar la Constitución de manera tal que lleguen a 
deducir conceptos que vayan en contra del texto constitucional y de sus valo-
res fundamentales39. 

Sin embargo, los tribunales constitucionales siempre tienen un deber adi-
cional al juez ordinario: deben defender la Constitución y, en especial, los va-
lores que en un momento dado, estuvieron en la base de su sanción. Por esta 
razón, el juez constitucional, en su proceso interpretativo, debe adaptar la 
Constitución a los valores de la sociedad y del sistema político, con miras, 

                                                 
36  M. Cappelletti, "Nécessité et légitimité de la justice constitutionnelle" en L. Favoreu (ed) Cours 

Constitutionnelles Européennes et Droits fondamentaux, París, 1982, p. 474.. 
37  "Si bien es cierto que la precisión ocupa un sitial de honor en la redacción de una decisión gu-

bernamental, no es menos cierto que se vuelve mortal en una Constitución que se quiere per-
manezca como un cuerpo viviente". S.M. Hfstedles, "In the name of Justice", Stanford Law-
yers, 14 (1), 1979, pp. 3-4, citado por M. Cappellett;, "Nécessité et légitimité...", loc. cit., p. 
474. Véase las referencias en E. García de Enterría, op. cit., p. 229; y en L. Favoreu, "Le 
contrôle juridictionnel des lois et sa légitimité.. ." doc. cit., p. 32. 

38  F. Sainz Moreno, Conceptos jurídicos, interpretación y discrecionalidad administrativa, Ma-
drid, 1976; E. García de Enterría, La lucha contra las inmunidades de poder en el Derecho 
Administrativo, Madrid, 1980, p. 32. 

39  F. Luchaire, "Procédures et techniques.. .", loc. cit., p. 83. 
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precisamente, a "mantener viva la Constitución"40. Para este fin, no cabe la 
menor duda que para controlar la constitucionalidad de la legislación, debe 
desarrollar una actividad creativa de manera de permitir la aplicación moderna 
y efectiva de Constituciones que, por ejemplo, fueron escritas en el Siglo XIX 
e incluso en el Siglo XX. 

En este sentido, la Constitución no puede ser considerada como un do-
cumento estático. Por el contrario, siempre debe adaptarse a la evolución de 
las necesidades e instituciones sociales. Y precisamente, en este proceso de 
adaptación de la Constitución, el papel de los tribunales constitucionales ha 
sido de vital importancia, como lo ha demostrado la Corte Suprema norteame-
ricana, al dictar las mencionadas importantes decisiones en relación con la dis-
criminación racial en el sistema educativo. 

Al referirse a la Enmienda XIV, por ejemplo, el Chief Justice Warren de 
la Corte Suprema, declaró en el caso Brow vs. Board of Education of Topeka, 
en 1954, que: 

"Al enfocar este problema no podemos regresarnos a 1868 cuando se adoptó la En-
mienda, y ni siquiera a 1896 cuando sé decidió el caso Plessy vs. Ferguson. Debemos 
examinar la educación pública a la luz de su desarrollo completo y del lugar que ocu-
pa actualmente en la vida americana, en toda la Nación. Solamente de esta manera 
puede determinarse si la segregación en las escuelas públicas priva a los demandantes 
de una protección igual de las leyes". 

Tal afirmación lo llevó a concluir, señalando lo siguiente: 

"Que en el campo de la educación pública la doctrina "separados pero iguales" no tie-
ne lugar. Establecimientos educacionales separados son intrínsicamente desiguales. 
Por ello, sostenemos que los demandantes así como otros en situación similar de 
quienes han intentado las acciones son, debido a la segregación de la que se quejan, 
privados de una protección igual por parte de las leyes, garantizada por la Enmienda 
XIV"41. 

En el mismo sentido, esta adaptación de la Constitución por el juez cons-
titucional quedó demostrada en Francia por el Consejo Constitucional, en el 
conocido caso de las Nacionalizaciones en 1982; en el cual se aplicó el artícu-
lo relativo al derecho de propiedad contenido en la Declaración de los Dere-
chos del Hombre y del Ciudadano en 1789, y consecuentemente, se declaró el 
derecho de propiedad con rango constitucional. En su decisión del 16 de enero 
                                                 
40  M. Cappelletti, “El formidable problema del control judicial y 1a contribución del análisis 

comparado”, Revista de estudios políticos, 13, Madrid 1980, p. 78. 
41  347 U.S. 483 (1954). 
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de 198242, aun cuando el artículo de la Declaración de 1789 relativo al dere-
cho de propiedad fue considerado obsoleto, estimándose que su interpretación 
no podía realizarse sino en un sentido radicalmente diferente al que tenía en 
178943, el Consejo Constitucional declaró que: 

"Considerando que, si posteriormente a 1789 y hasta nuestros días, las finalidades y 
las condiciones de ejercicio del derecho de propiedad han experimentado una evolu-
ción caracterizada a la vez por una notable extensión de su campo de aplicación a 
dominios individuales nuevos, y por limitaciones exigidas por el interés general, los 
principios mismos enunciados por la Declaración de los Derechos del Hombre tienen 
pleno valor constitucional, tanto en lo que concierne al carácter fundamental del dere-
cho de propiedad cuya conservación constituye uno de los objetivos de la sociedad 
política, y que está colocado en el mismo nivel que la libertad, la seguridad y la resis-
tencia a la opresión, como en lo que concierne a las garantías otorgadas a los titulares 
de este derecho y las prerrogativas del poder público..."44. 

En esta forma, el Consejo Constitucional no sólo "creó" un derecho fun-
damental constitucional al asignar rango y valor constitucional a la Declara-
ción de 1789, sino que también adaptó el "sagrado" y absoluto derecho de 
propiedad consagrado hace doscientos años, al derecho limitado y limitable de 
nuestros tiempos, aun cuando su preservación lo llevó a declarar inconstitu-
cionales algunos de los artículos de la Ley de Nacionalización. 

De lo anteriormente señalado resulta claro que en todos los sistemas 
constitucionales dotados de Constituciones escritas, para que las Constitucio-
nes sean vistas como leyes supremas cuyas normas deben prevalecer sobre 
cualquier otra en el ordenamiento jurídico, el principio de la supremacía de la 
Constitución no sólo se aplica a sus artículos escritos sino también a las nor-
mas no escritas que pueden deducirse por los jueces constitucionales del Texto 
Fundamental, como parte de los valores supremos que se encuentran en el 
fundamento de una sociedad determinada y de su sistema político. 

En todo caso, el principio de supremacía de la Constitución quedaría co-
mo letra muerta si el sistema constitucional no brindase un conjunto completo 
de garantías constitucionales, para darle efectividad. Una de estas garantías es, 
precisamente, la justicia constitucional, es decir, los poderes otorgados a los 
jueces, tanto ordinarios como especiales, para controlar la constitucionalidad 
de las leyes y de todos los demás actos del Estado. 
                                                 
42  Véase L. Favoreu y L. Philip, Les grandes décisions..., cit., pp. 525-562 
43  L. Favoreu, "Le contrôle juridictionnel des lois et sa légitimité..., doc. cit., p. 3.2. 
44  L. Favoreu y L. Philip, Les grandes décisions..., cit., p. 526. Cfr. L. Favoreu, "Les décisions du 

Conseil Constitutionnel dan l'affaire des nationalisations", loc. cit., p. 406. 
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VI. LA APLICACIÓN POR LOS TRIBUNALES CONSTTUCIONA-
LES DE LAS CLÁUSULAS CONSTITUCIONALES ABIERTAS PARA 
LA AMPLIACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS PROTEGIBLES 

En este proceso de garantizar la supremacía de la Constitución, y median-
te ella, la efectiva vigencia de los derechos humanos, los tribunales constitu-
cionales de América Latina, por ejemplo, han tenido que recurrir no sólo a los 
principios y valores establecidos o derivados del texto de las Constituciones, 
sino a lo que se dispone en los tratados internacionales sobre derechos huma-
nos, de manera que una de las características más destacadas del derecho de 
los derechos humanos en América Latina, es el de la progresiva aplicación por 
los tribunales constitucionales, de los instrumentos internacionales de dere-
chos humanos a los efectos de su protección en el orden interno. Ello es con-
secuencia, por supuesto, del carácter meramente declarativo de las declaracio-
nes constitucionales de derechos humanos, en las cuales, en definitiva, sólo se 
reconoce la existencia de los mismos, los cuales son considerados en las Cons-
tituciones y en los propios tratados internacionales como derechos inherentes a 
la persona humana.  

Esta aplicación de los tratados y convenciones internacionales de dere-
chos humanos en el ámbito interno de los países de América Latina, puede 
decirse que se ha desarrollado en las últimas décadas, a través de varias técni-
cas interpretativas. 

En primer lugar, se destaca la técnica de las llamadas cláusulas abiertas 
sobre derechos humanos incorporadas en las Constituciones latinoamericanas, 
la cual tiene su origen remoto en la Enmienda IX de la Constitución de los Es-
tados Unidos de América (1791), que dispuso que “La enumeración de ciertos 
derechos en la Constitución no debe construirse como la negación o desecho 
de otros que el pueblo conserva”. Con ello se buscaba confirmar que la lista de 
los derechos constitucionales no termina en aquellos expresamente declarados 
y enumerados en los textos constitucionales.  

Esta técnica, enriquecida en el constitucionalismo latinoamericano, ha 
permitido considerar como derechos humanos todos los otros inherentes a la 
persona humana, e incluso, aquellos declarados en los instrumentos interna-
cionales sobre derechos humanos, con lo que se ha permitido la aplicación de 
los tratados internacionales sobre derechos humanos en el orden interno. 

En este aspecto, se puede decir que casi todas las Constituciones de Amé-
rica Latina, con sólo escasas excepciones (Cuba, Chile, México y Panamá), 
contienen cláusulas abiertas conforme a las cuales expresamente se dispone 
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que la declaración o enunciación de los derechos contenida en la Constitución, 
no debe ser entendida como la negación de otros no enumerados en el texto 
constitucional, que son “inherentes a la persona humana” o “a la dignidad 
humana”. Cláusulas de este tipo se encuentran, por ejemplo, en las Constitu-
ciones Argentina (Artículo33), Bolivia (Artículo 33), Colombia (Artículo 94), 
Costa Rica (Artículo 74), Ecuador (Artículo 19), Guatemala (Artículo 44), 
Honduras (Artículo 63), Paraguay (Artículo 45), Perú (Artículo 3), República 
Dominicana (Artículo 2), Uruguay (Artículo 72) y Venezuela (Artículo 22); 
incluso, en algunos casos, con remisión expresa a los tratados internacionales, 
como sucede en Colombia (Artículo 44); Nicaragua (Artículo 46); Brasil (Ar-
tículo 5,2) y Venezuela (Artículo 22).  

 La Constitución de Costa Rica, hace mención a que la enunciación de los 
derechos y beneficios contenidos en la misma no excluye otros “que se deri-
ven del principio cristiano de justicia social” (Artículo 74); expresión que en-
tendemos debe interpretarse en el sentido occidental de la noción de dignidad 
humana y justicia social; y en otras Constituciones, las cláusulas abiertas se 
refieren a la soberanía popular y a la forma republicana de gobierno, haciendo 
énfasis en relación con los derechos políticos que con los inherentes a la per-
sona humana, tal como ocurre en Argentina (Artículo 13), Bolivia (Artículo 
35), Uruguay (Artículo 72) y Honduras (Artículo 63)   

Ahora bien, en relación con el significado de estos “derechos inherentes a 
la persona humana” indicados en estas cláusulas abiertas de derechos, por 
ejemplo, la antigua Corte Suprema de Justicia de Venezuela, en una sentencia 
de 31 de enero de 1991, señaló lo siguiente: 

 “Tales derechos inherentes de la persona humana son derechos naturales, 
universales, que tienen su origen y son consecuencia directa de las rela-
ciones de solidaridad entre los hombres, de la necesidad del desarrollo 
individual de los seres humanos y de la protección del medio ambiente”. 

 En consecuencia, la misma Corte concluyó disponiendo que:  

”Dichos derechos comúnmente están contemplados en Declaraciones 
Universales y en textos nacionales o supranacionales y su naturaleza y 
contenido como derechos humanos no debe permitir duda alguna por ser 
ellos de la esencia misma del ser y, por ende, de obligatorio respeto y 
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protección”45.   

Pero en relación con estas cláusulas abiertas, sin duda, la identificación 
de los derechos constitucionales no enumerados en el texto de las constitucio-
nes pero que son inherentes a la persona humana, ha sido muchas veces posi-
ble por los tribunales internacionales, mediante el recurso a lo dispuesto en los 
instrumentos internacionales. Así sucedió, por ejemplo, en Venezuela, donde 
en la década de los ochenta del siglo pasado, la antigua Corte Suprema de Jus-
ticia de Venezuela, como tribunal constitucional anuló diversas disposiciones 
legales basando su decisión en la violación de los derechos establecidos en la 
Convención Americana de Derechos Humanos, considerados de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 50 de la Constitución (equivalente al articulo 22 
de la Constitución de 1999), como “derechos inherentes a la persona humana”.  

Así ocurrió, por ejemplo, en 1996, cuando la antigua Corte Suprema de 
Justicia, al decidir la acción popular de inconstitucionalidad que se había in-
tentado contra la Ley de División Político Territorial del Estado Amazonas, 
por no haberse respetado los derechos de participación política de las comuni-
dades indígenas, decidió que siendo dicho Estado de la federación uno ma-
yormente poblado por dichas comunidades indígenas, la sanción de dicha Ley 
sin previamente haberse oído la opinión de las mismas, mediante consulta po-
pular, significó la violación del derecho constitucional a la participación polí-
tica. Aún cuando dicho derecho no estaba expresamente enumerado en la 
Constitución de 1961, la Corte fundamentó su decisión en la cláusula abierta 
del artículo 50 constitucional (equivalente al artículo 22 de la Constitución de 
1999), considerando el derecho a la participación política era un derecho in-
herente a la persona humana, como “principio general de rango constitucional 
en una sociedad democrática”; agregando, en relación al caso decidido, que  
“por ser un derecho de las minorías” (los indígenas, en el presente caso), era 
susceptibles “de la tutela judicial conforme al artículo 50 ejusdem, los grandes 
tratados y convenciones internacionales sobre los derechos humanos y las le-
yes nacionales y estadales”. En dicha sentencia del 5 de diciembre de 1996, la 
Corte señaló que: 

“En el presente caso no se demostró el cumplimiento cabal de la norma-
                                                 
45  Caso: Anselmo Natale. Consultada en original. Véase el texto en Carlos Ayala Corao, “La je-

rarquía de los instrumentos internacionales sobre derechos humanos”, en El nuevo derecho 
constitucional latinoamericano, IV Congreso venezolano de Derecho constitucional, Vol. II, 
Caracas 1996, y La jerarquía constitucional de los tratados sobre derechos humanos y sus 
consecuencias, México, 2003..  
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tiva en cuanto a la participación ciudadana, restándole al acto impugnado 
la legitimación originaria conferida por la consulta popular. Alegan los 
oponentes al recurso intentado que fueron consultados los órganos oficia-
les, como el Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales Reno-
vables y el Servicio Autónomo Ambiental de Amazonas y se recibieron 
observaciones de diferentes organizaciones indígenas, asimismo, antes de 
la promulgación de la Ley, el Gobernador explicó a la Organización Re-
gional de Pueblo Indígenas las razones de la Ley. Estima la Corte que es-
te procedimiento constituye una expresión tímida e insignificante del de-
rechos constitucional de participación ciudadana en la formación de la 
ley. Tal participación debe manifestarse antes y durante la actividad le-
gislativa y no tan solo en el momento de su promulgación por parte del 
Gobernador del Estado. Por otra parte, el hecho que se consultaron los re-
feridos organismos nacionales (actuación idónea) no exime la obligato-
riedad de cumplimiento de la consulta popular sobre todo en una materia 
en la cual está involucrada: el régimen de excepción de las comunidades 
indígenas (de rango constitucional) el carácter multiétnico y pluricultural, 
la biodiversidad, la cultura, religión y lengua propia de las comunidades 
indígenas, el derecho a la tierra que respecto a dichas comunidades es de 
interés social e inalienable, en definitiva, la organización municipal (co-
mo lo es el acto impugnado) constitutivo del marco institucional de tales 
realidades preexistentes, permanentes y objetivas. La participación es un 
fenómeno de la vida democrática, que al manifestarse antes de dictarse la 
norma, instruye a la autoridad sobre los intereses legítimos y necesidades 
de la comunidad y produce, a posteriori, consecuencias positivas, que se 
revelan en el respaldo democrático de su aplicación”46. 

Y al analizar en concreto la Ley de División Territorial del Estado Ama-
zonas, la Corte estimó que en la formación de la misma: 

“Con la cual se modifican las condiciones económicas y sociales de la 
región, se cambia el entorno vital del individuo, se establecen los muni-
cipios y sus límites, se modifica la normativa jurídica (consecuencia de la 
mencionada división), se cambia el entorno vital del individuo, se esta-
blecen los municipios y sus límites, se modifica la normativa jurídica 
(consecuencia de la mencionada división), se afecta la tenencia de las tie-

                                                 
46  Caso: Antonio Guzmán, Lucas Omashi  y otros, en Revista de Derecho Público, No. 67-68, 

Editorial Jurídica venezolana, Caracas, 1996, pp. 176 ff. 
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rras, se ordena el territorio bajo un nuevo régimen, se cambia la vida co-
tidiana voluntad de los mismos indígenas. Más aún, su participación debe 
ser considerada con especial atención, en vista de que los indígenas cons-
tituyen uno de los grupos sociales más expuestos a la violación de sus de-
rechos humanos, por sus condiciones socio-económicas, culturales y ais-
lamiento, por cuanto en su habitat intervienen intereses distintos y a ve-
ces contrarios a los legítimos derechos de la población autóctona, porque, 
lamentablemente, la historia de la humanidad, evidencia un largo y triste 
padecer de las minorías, en algunos casos por el desconocimiento de sus 
legítimos derechos, en otros, por la cultura del odio y el perjuicio. Es en-
tonces, en este contexto, que los derechos humanos de los indígenas, co-
bran mayor fortaleza y esta Corte así lo reconoce expresamente. Asimis-
mo, precisa el alto tribunal, que la lesión de los derechos humanos de las 
minorías no les atañe sólo a esas comunidades sino a la nación entera, en 
virtud de la solidaridad y protección de los intereses superiores del genti-
licio venezolano (artículos 57 y 51 de la Carta Magna)” 47. 

De acuerdo con esta decisión, la antigua Corte Suprema venezolana deci-
dió que en el caso sometido a su consideración, había ocurrido una violación a 
los derechos constitucionales de las minorías establecidos en la Constitución y 
en los tratados y convenciones internacionales, en particular, al derecho a la 
participación política en el proceso de elaboración de leyes, debido a la ausen-
cia de consulta popular a las comunidades indígenas, como consecuencia de lo 
cual, declaró la nulidad de la ley estadal impugnada.   

El año siguiente, en 1997, la antigua Corte Suprema dictó otra importante 
decisión, en este caso anulando una ley nacional, la llamada Ley de Vagos y 
Maleantes, por considerarla inconstitucional, basándose de nuevo en el “pro-
ceso de constitucionalización de los derechos humanos de acuerdo con el artí-
culo 50 de la Constitución”, y considerando que dicha ley “vulnera ipso jure, 
Convenciones Internacionales y Tratados, sobre los derechos del hombre, en 
la medida en que dichos instrumentos adquieren jerarquía constitucional”48. 

En efecto, en su sentencia del 6 de noviembre de 1997, la antigua Corte 
Suprema consideró a la ley impugnada como infamante, al permitir detencio-
nes ejecutivas o administrativas de personas consideradas como vagos o ma-
leantes, sin garantía alguna del debido proceso, basando su decisión en el artí-
                                                 
47  Idem. 
48   Véase en Revista de Derecho Público No. 71-72, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1997, 

pp. 177 y ss. 
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culo 5 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos, la cual “se ha incorporado a nues-
tro Derecho Interno como norma ejecutiva y ejecutable reforzada por la juris-
prudencia, la cual le ha dado el carácter de parámetro de constitucionalidad. 
Ello entraña la incorporación a nuestro ordenamiento jurídico interno del ré-
gimen previsto en convenciones internacionales”49.  

La Corte consideró que la ley impugnada era inconstitucional en virtud 
de que omitía las garantías de un juicio justo establecidas en los artículo 7 y 8 
de la Convención Americana y en los artículos 0 y 14 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, y porque  además era discriminatoria, violan-
do el artículo 24 de la misma Convención Americana, cuyo texto íntegro se 
transcribió en la sentencia. La Corte se refirió en su decisión anulatoria, ade-
más, a la existencia de: 

“Informes de instituciones defensoras de los Derechos Humanos. Dichos 
documentos censuran abiertamente la ley venezolana sobre vagos y ma-
leantes. Son muchas las recomendaciones orientadas a poner fin a su vi-
gencia. Conviene observar que se ha exhortado al Gobierno venezolano a 
adoptar e implementar una serie de recomendaciones, a los efectos de re-
ducir las violaciones a los derechos humanos, derivadas de la aplicación 
de la Ley sobre Vagos y Maleantes. Sobre todo se he hablado de la nece-
sidad de impulsar la discusión de Ley de Protección a la Seguridad Ciu-
dadana, que supuestamente se encontraba en ese proceso”50. 

Más recientemente, en relación con las dudas que se habían planteado, en 
1998, en varios recursos de interpretación, sobre la posibilidad de que el Pre-
sidente electo de la República convocara un referéndum consultivo para resol-
ver sobre la convocatoria a una Asamblea Constituyente que no estaba regula-
da en la Constitución de 1961, como mecanismo para la reforma constitucio-
nal, la antigua Corte Suprema de Justicia en Sala Político Administrativa dictó 
sendas decisiones de 19 de enero de 1999, admitiendo la posibilidad de que se 
convocara dicho referéndum consultivo, fundamentando su decisión en el de-
recho a la participación política de los ciudadanos, para lo cual se fundamentó, 
de nuevo, en el artículo 50 de la Constitución de 1961, conforme al cual con-
sideró tal derecho como uno derecho implícito y no enumerado, inherente a la 
persona humana.  

                                                 
49  Idem.  
50   Idem. . 
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La Corte entonces consideró al referéndum como un derecho inherente a 
la persona humana, decidiendo lo siguiente:     

“Ello es aplicable, no sólo desde el punto de vista metodológico sino 
también ontológicamente, ya que si se considerara que el derecho al refe-
rendo constitucional depende de la reforma de la Constitución vigente, el 
mismo estaría supeditado a la voluntad del poder constituido, lo que pon-
dría a éste por encima del poder soberano. La falta de tal derecho en la 
Carta Fundamental tiene que interpretarse como laguna de la Constitu-
ción, pues no podría admitirse que el poder soberano haya renunciado ab 
initio al ejercicio de un poder que es obra de su propia decisión políti-
ca”51.  

La conclusión de la decisión de la Corte Suprema fue que no era necesa-
rio que se reformara previamente la Constitución a los efectos de reconocer 
como un derecho constitucional el referéndum o la consulta popular sobre la 
convocatoria a una Asamblea Constituyente, con lo que se abrió la posibilidad 
judicial de convocar la Asamblea nacional Constituyente sin previsión consti-
tucional expresa52, con todas las consecuencias institucionales que ello produ-
jo y continúa produciendo53.  

 
VII.  LA PROGRESIVA PROSCRIPCIÓN POR LOS TRIBUNALES 
CONSTIUCIONALES DE LAS CLÁUSULAS PROGRAMATICAS EN 
MATERIA DE DERECHOS HUMANOS  

La segunda técnica interpretativa que ha conducido a los tribunales cons-
titucionales a aplicar en el ámbito interno a los tratados internacionales para 
identificar derechos constitucionales no desarrollados en los textos constitu-
cionales, deriva de la aplicación de las llamadas cláusulas complementarias de 
las cláusulas abiertas, conforme a las cuales todos los derechos constituciona-
les son directamente aplicables, independientemente de su regulación legisla-

                                                 
51  Véase en Revista de Derecho Público, No 77-80, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1999, 

p. 67  
52  Véase los comentarios en Allan R. Brewer-Carias, “La configuración judicial del proceso cons-

tituyente o de cómo el guardián de la Constitución abrió el camino para su violación y para su 
propia extinción”, en Revista de Derecho Público, No 77-80, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 1999, pp. 453 y ss.  

53  Véase Allan R. Brewer-Carías, Golpe de Estado y proceso constituyente en Venezuela, Instituto 
de Investigaciones Jurídicas, UNAM, México 2002 
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tiva o desarrollo mediante leyes reglamentarias, lo que ha permitido la aplica-
ción directa de aquellos.  

Esta  técnica, deriva de las normas constitucionales contenidas en muchas 
Constituciones como por ejemplo Argentina, Bolivia, Ecuador, Paraguay y 
Venezuela) conforme a las cuales “la falta de ley reglamentaria de los dere-
chos enumerados en los Textos no menoscaba el ejercicio de los mismos”, en 
el sentido de que no es necesario que se dicte legislación reglamentaria alguna 
para el ejercicio de los derechos constitucionales. Este principio, que responde 
al de la aplicación directa de la Constitución en materia de derechos humanos, 
excluye el concepto tradicional derivado de las llamadas cláusulas “programá-
ticas” configuradas en el constitucionalismo de hace unas décadas, particular-
mente en relación con los derechos sociales, tendientes a impedir su ejercicio 
hasta que no se produjese su regulación legal, en la cual se debía precisar las 
modalidades de su ejercicio y de su justiciabilidad.  

Estas cláusulas abiertas, por ejemplo, en el caso de Venezuela, fueron las 
que permitieron a los tribunales constitucionales reconocer y reforzar el mis-
mo derecho constitucional al amparo, invocándose además lo dispuesto en la 
Convención Americana. En efecto, en el artículo 49 de la Constitución de 
1961 se regulaba el derecho de amparo en la siguiente forma: 

Artículo 49. Los Tribunales ampararán a todo habitante de la República 
en el goce y ejercicio de los derechos y garantías que la Constitución es-
tablece, en conformidad con la ley.  

El procedimiento será breve y sumario, y el juez competente tendrá po-
testad para establecer inmediatamente la situación jurídica infringida. 

La redacción de esta norma, sin embargo, hasta la década de los ochenta 
había sido interpretada por los tribunales de instancia en el sentido de conside-
rar que la admisibilidad de la acción de amparo estaba condicionada a que 
previamente se dictara la legislación correspondiente; y ello, en particular, de-
bido al hecho de que la propia Constitución había regulado expresamente, en 
forma transitoria y mientras se dictaba dicha legislación, el procedimiento para 
el amparo a la libertad personal o habeas corpus, precisamente, “a fin de no 
dejar en suspenso su eficacia hasta la promulgación de la ley respectiva”. 
(Disposición Transitoria Quinta).  

De esta regulación transitoria los tribunales interpretaron que, en conse-
cuencia, la intención del constituyente en la redacción del artículo 49 de la 
Constitución era establecer como condición para la admisibilidad de las accio-
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nes de amparo, el que se dictase previamente la legislación que las regulara, 
incluyendo la regulación sobre la competencia judicial y el procedimiento. De 
otra forma, no se encontraba justificación la mencionada regulación transitoria 
del amparo a la libertad personal (habeas corpus)54. 

Fue por ello que, incluso, la antigua Corte Suprema de Justicia, en 1970, 
en relación con la acción de amparo, llegó a considerar que el mencionado ar-
tículo 49 de la Constitución era una norma de las llamadas “programáticas”, 
en el sentido de que no eran directamente aplicables, siendo necesario que se 
dictara previamente la legislación reglamentaria a los efectos de que se pudie-
ra ejercer la acción de amparo prevista en la norma. La antigua Corte, en sen-
tencia de 14 de diciembre de 1970, sobre el artículo 49 citado, señaló que:  

“No es una norma directa e inmediatamente aplicable por los jueces, sino un precepto 
programático, solo parcialmente reglamentado para la fecha en que la Constitución 
fue promulgada, y dirigido particularmente al Congreso, que es el órgano al cual 
compete la reglamentación para las garantías constitucionales… Tal es la interpreta-
ción que da la Corte al artículo 49 al analizar sus previsiones aisladamente con el fin 
de desentrañar la mente del constituyente del lenguaje usado por éste para expresar su 
voluntad. Pero esta interpretación gramatical  se robustece con la observación adicio-
nal de que el constituyente se habrías abstenido de regular el procedimiento de habeas 
corpus, si hubiera considerado que para hacer efectivo el amparo bastaba lo dicho en 
el artículo 49 respecto del procedimiento, no siendo indispensable su reglamentación 
legal para determinar el fuero competente y el modo de proceder”55.  

Esta interpretación constitucional, negando la posibilidad del ejercicio de 
la acción de amparo sin que antes se dictara la legislación correspondiente, 
comenzó a cambiar en 1977 y 1978, precisamente después que se sancionaron 
las leyes aprobatorias de la Convención Americana de Derechos Humanos de 
1969 y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en los cuales 
se regulaba, en particular, la acción de amparo como un medio judicial simple 
y rápido para la específica protección de los derechos constitucionales.  

En consecuencia, contrariamente a lo que había resuelto e interpretado 
con anterioridad la antigua Corte Suprema –lo que para entonces afortunada-
mente no tenía carácter vinculante-, los tribunales de instancia a partir de 1982 

                                                 
54  See Allan R. Brewer-Carías, Instituciones Políticas y Constitucionales, Tomo V, Derecho y 

Acción de Amparo, Caracas, 1998 pp. 111 y ss. 
55  Véase el texto en Gaceta Forense, No. 70, Caracas, 1970, pp. 179 y ss; y en Allan R. Brewer-

Carías, “La reciente evolución jurisprudencial en relación a la admisibilidad del recurso de am-
paro”, en Revista de Derecho Público, No. 19, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1984, 
pp. 207 y ss. 
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comenzaron a admitir el ejercicio de acciones de amparo, pero fundamentando 
su decisiones directamente en la Convención Americana de Derechos Huma-
nos56. Ello condujo finalmente a que la propia antigua Corte Suprema cambia-
ra su anterior criterio y aplicando la cláusula complementaria a la cláusula 
abierta sobre los derechos humanos inherentes a la persona humana, particu-
larmente en cuanto a la no necesidad de leyes reglamentarias previas para po-
der ejercer dichos derechos, admitió la posibilidad de ejercicio de la acción de 
amparo”57.  Con posterioridad, en 1988, se sancionó la Ley Orgánica de Am-
paro sobre derechos y garantías constitucionales58, con la cual se abrió defini-
tivamente el camino para la utilización de este recurso judicial para la protec-
ción de los derechos humanos, particularmente debido a la ineficacia de los 
medios judiciales ordinarios para asegurar tal protección. Sin embargo, antes 
de que entrara en vigencia la Ley Orgánica, fue mediante la interpretación 
constitucional de la cláusula abierta y la aplicación de las convenciones inter-
nacionales que la acción de amparo se aceptó en Venezuela.  
 
VIII. LA CONSTITUCIONALIZACIÓN DE LOS INSTRUMENTOS 
INTERNACIONALES SOBRE DERECHOS HUMANOS Y SU APLI-
CACIÓN POR LOS TRIBUNALES CONSTITUCIONALES  

La tercera técnica interpretativa que ha permitido a los tribunales consti-
tucionales la aplicación directa de los tratados internacionales en materia de 
derechos humanos, ampliando progresivamente el elenco de los derechos 
humanos protegidos en las Constituciones, deriva del propio texto de las 
Constituciones, por el reconocimiento expreso de determinado rango normati-
vo a los referidos tratados, sea supra constitucional, constitucional, supra legal 
o legal.59. Este proceso se inició, particularmente, después de la adopción, en 
                                                 
56  Sentencia de 20 de octubre de 1983. Véase las referencias en Allan R. Brewer-Carías, “La re-

ciente evolución jurisprudencial en relación con la admisibilidad del recurso de amparo”, Re-
vista de Derecho Público, No. 19, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1984, pp. 211  

57  Véase en Revista de Derecho Público,  No 11, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1983, pp. 
167-170 

58  Gaceta Oficial No. 33891 de 220-01-1988. Véase en general sobre dicha Ley, Allan R. Brewer-
Carías y Carlos Ayala Corao, Ley Orgánica de Amparo sobre derechos y garantías constitu-
cionales, Caracas, 1988. 

59  En relación con esta clasificación general, véase: Rodolfo E. Piza R., Derecho internacional de 
los derechos humanos: La Convención Americana, San José 1989; y Carlos Ayala Corao, “La 
jerarquía de los instrumentos internacionales sobre derechos humanos”, en El nuevo derecho 
constitucional latinoamericano, IV Congreso venezolano de Derecho constitucional, Vol. II, 
Caracas 1996 y La jerarquía constitucional de los tratados sobre derechos humanos y sus con-
secuencias, México, 2003; Humberto Henderson, “Los tratados internacionales de derechos 
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1966, de los Pactos Internacionales de Derechos Civiles y Políticos y de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas (en vigor desde 
1976); y en 1969, de la Convención Americana de Derechos Humanos (en vi-
gor desde 1979).  

En primer lugar, ciertas Constituciones latinoamericanas han otorgado 
rango supra constitucional a los derechos declarados en instrumentos interna-
cionales, en particular, en los tratados ratificados por los Estados. Ello ha im-
plicado otorgar a las regulaciones internacionales un rango superior a las 
mismas normas constitucionales, las cuales deben prevalecer sobre las mis-
mas.  

Es el caso de la Constitución de Guatemala, en cuyo artículo 46 se esta-
blece el principio general de la preeminencia del derecho internacional, al dis-
poner que  “Se establece el principio general de que en materia de derechos 
humanos, los tratados y convenciones aceptados y ratificados por Guatemala, 
tienen preeminencia sobre el derecho interno”, dentro del cual debe incluirse 
además de las leyes, la Constitución misma. Con fundamento en esta preva-
lencia de los tratados internacionales, la Corte Constitucional de Guatemala ha 
decidido en sus sentencias aplicar la Convención Americana de Derechos 
Humanos, como fue el caso decidido con motivo de una acción de amparo 
ejercida en relación con la libertad de expresión del pensamiento y el derecho 
de rectificación.  

En la sentencia de 27 de mayo de 1997, en efecto, la Corte Constitucional 
resolvió una acción de amparo presentada por una persona buscando protec-
ción judicial en relación con las noticias publicadas en dos periódicos que se 
referían a la ella como formando parte de una banda de criminales. El accio-
nante solicitó a la Corte que se respetara su derecho a exigir rectificación de 
las noticias por parte de los periódicos; y aún cuando el derecho constitucional 
a la rectificación y respuesta en casos de noticias en periódicos que afecten el 
honor, reputación o vida privada de las personas no estaba expresamente esta-
blecido en la Constitución Guatemalteca, la Corte Constitucional aplicó direc-
tamente los artículos 11, 13 y 14 de la Convención Americana que garantiza el 
derecho de las personas afectadas por informaciones o noticias publicadas en 
periódicos, a la rectificación o respuesta “por el mismo órgano de difusión”, 

                                   
humanos en el orden interno: la importancia del principio pro homine”, en Revista IIDH, Insti-
tuto Interamericano de Derechos Humanos, No. 39, San José 2004, pp. 71 y ss. Véase también, 
Allan R. Brewer-Carías, Mecanismos nacionales de protección de los derechos humanos, Insti-
tuto Internacional de Derechos Humanos, San José, 2004, pp.62 y ss.  
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considerando tales previsiones como formando parte del ordenamiento consti-
tucional de Guatemala60.   

En Honduras, el artículo 16 de la Constitución también dispone que todos 
los tratados suscritos con otros Estados (y no sólo los relativos a derechos 
humanos) forman parte del derecho interno;  y el artículo 18 del mismo texto 
establece que en caso de conflicto entre las leyes y los tratados, estos tienen 
preeminencia sobre aquellas. Adicionalmente, la Constitución de Honduras 
admite la posibilidad de que se puedan incluso ratificar tratados internaciona-
les contrarios a lo dispuesto en la Constitución, en cuyo caso aquellos deben 
aprobarse conforme al procedimiento para la reforma constitucional  (Artículo 
17). Una regulación similar se establece en el artículo 53 de la Constitución 
del Perú. 

En Colombia, la Constitución también ha establecido una previsión simi-
lar a las de las Constituciones de Guatemala y Honduras, al establecer en el 
artículo 93 que: “Los tratados y convenios internacionales ratificados por el 
Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación 
en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno”. En este caso, por 
“derecho interno” también debe entenderse como comprendiendo no solo las 
leyes sino la Constitución misma. La norma ha permitido a la Corte Constitu-
cional, aplicar directamente los tratados internacionales en materia de dere-
chos humanos para la solución de casos. Así sucedió, por ejemplo, con la de-
cisión No. T-447/95 de la Corte Constitucional de 23 de octubre de 1995, en la 
cual se reconoció como derecho inherente a la persona humana el derecho de 
toda persona a la identidad, para lo cual la Corte se fundamentó en lo estable-
cido en los tratados y convenios internacionales, respecto de los cuales la Cor-
te reconoció su rango supra constitucional y supra legal. 

  En dicho caso, al decidir, la Corte Constitucional comenzó por referirse 
a una decisión previa de la anterior Corte Suprema de Justicia, en la cual se 
había determinado el valor supra legal de los tratados, señalando lo siguiente:  

“A partir de 1928 la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia otorgó un valor 
prevalente a los tratados Internacionales sobre el ordenamiento jurídico legal. Normas 
estas últimas de naturaleza internacional, que por voluntad del Estado Colombiano 
entraron a formar parte del ordenamiento jurídico con carácter supra legal. Estable-
ciéndose así la fuerza coercitiva de preceptos a los cuales el Estado firmante, tiene el 
deber de garantizar su plena efectividad. Valor supra legal expresamente contenido en 

                                                 
60  Véase en Iudicum et Vita, Jurisprudencia nacional de América Latina en Derechos Humanos, 

No. 5,  Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José, Costa Rica, Diciembre 1997, 
pp. 45 y ss. 
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el artículo 93 de la Constitución política de Colombia y que también tenían pleno va-
lor supra legal, como lo reconoció la Corte Suprema de Justicia: “Agregase a ello –
continúa- que esa superioridad ha sostenido como doctrina invariable que “es princi-
pio de Derecho Público, que la Constitución y los Tratados Públicos son la ley su-
prema del país y sus disposiciones prevalecen sobre las simplemente legales que les 
sean contrarias aunque fuesen posteriores” (cursivas no originales)61.   

En la misma decisión, la Corte Constitucional se refirió además al rango 
supra constitucional de los tratados en materia de derechos humanos, lo que 
implica la obligación del Estado de garantizar el efectivo ejercicio de los dere-
chos humanos, con fundamento en los artículos 2.2 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, y en el artículo 2 de la Convención Americana 
de Derechos Humanos. La Corte, en efecto, resolvió que: 

“La Convención Interamericana y los pactos de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas señalan que es deber de los Estados no sólo respetar los derechos civiles y po-
líticos sino, además, garantizar, sin discriminación alguna, su libre y pleno goce a to-
da persona sujeta a su jurisdicción (Convención Interamericana art. 1º; Pacto de dere-
chos civiles y políticos art. 2º ord. 1º). Por ello, estos pactos, que han sido todos rati-
ficados por Colombia y por ende prevalecen en el orden interno (Constitución Políti-
ca, art. 93), señalan que los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a 
sus procedimientos constitucionales, “las medidas legislativas o de otro carácter que 
fuesen necesarias para hacer efectivos (cursivas no originales)” los derechos huma-
nos (Convención Interamericana art. 2º; Pacto de Derechos Civiles art. 2º ord. 2º). 
Ahora bien, la Corte Constitucional, en acuerdo con una doctrina muy autorizada en 
este campo, considera que entre las medidas “de otro carácter” deben incluirse las 
sentencias de los jueces, y muy particularmente las decisiones de esta Corporación, 
pues la rama judicial es uno de los órganos del Estado colombiano, y éste se ha com-
prometido a tomar las medidas que sean necesarias para hacer efectivos los derechos 
de las personas”…. Es pues legítimo que los jueces, y en particular la Corte Constitu-
cional, integren a la normatividad, al momento de tomar sus decisiones, los derechos 
reconocidos en la Constitución y en los Pactos”62. 

Con fundamento en lo anterior, la Corte Suprema consideró que el artícu-
lo 29,c de la Convención Americana de Derechos Humanos prohibía que se 
interpretasen sus disposiciones de manera de excluir otros derechos y garantí-

                                                 
61   Véase en Derechos Fundamentales e interpretación Constitucional, (Ensayos-Jurisprudencia), 

Comisión Andina de Juristas, Lima, 1997; y en Carlos Ayala Corao, “Recepción de la jurispru-
dencia internacional sobre derechos humanos por la jurisprudencia constitucional” en Revista 
del Tribunal Constitucional, No. 6, Sucre, Bolivia, Nov. 2004, pp. 275 y ss.  

62  Idem. 
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as inherentes a la persona humana, dando un sentido muy amplio a la interpre-
tación de los derechos, concluyendo su decisión  señalando que:  

 “El derecho a la identidad como derecho inherente a la persona humana para la época 
de ocurridos los hechos estaba plenamente garantizado, por cuanto la fuerza vinculan-
te de pactos internacionales así lo determinaba al igual que la consagración del dere-
cho a la dignidad y el libre desarrollo de la personalidad”63.     

Hasta cierto punto, la Constitución de Venezuela de 1999 también puede 
ubicarse en este primer sistema que permite la aplicación directa de los trata-
dos internacionales en el orden interno, al otorgarle jerarquía supra constitu-
cional a los derechos humanos declarados en dichos tratados internacionales 
cuando contengan previsiones más favorables. El artículo 23 de dicho texto 
constitucional, en efecto, dispone lo siguiente:  

Artículo 23. Los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos humanos, sus-
critos y ratificados por Venezuela, tienen jerarquía constitucional y prevalecen en el 
orden interno, en la medida en que contengan normas sobre su goce y ejercicio más 
favorables a las establecidas en esta Constitución y en las leyes de la República, y son 
de aplicación inmediata y directa por los tribunales y demás órganos del Poder Públi-
co. 

Al establecer esta norma que los derechos humanos declarados en los tra-
tados, pactos y convenciones internacionales prevalecen respecto de las nor-
mas del orden jurídico interno si contienen disposiciones más favorables al 
goce y ejercicio de dichos derechos, se está refiriendo no sólo a lo que está 
establecido en las leyes, sino a lo dispuesto en la propia Constitución, otor-
gándole en consecuencia rango supra constitucional a dichos derechos decla-
rados en instrumentos internacionales. 

Este artículo de la Constitución venezolana, sin duda, es uno de los más 
importantes en materia de derechos humanos64, no sólo por establecer el men-
cionado rango supra constitucional a los derechos declarados en tratados in-
ternacionales, sino por establecer la aplicación inmediata y directa de dichos 
tratados por los tribunales y demás autoridades del país. Su inclusión en la 
Constitución, sin duda, fue un avance significativo en la construcción del es-
quema de protección de los derechos humanos. 

                                                 
63  Idem 
64  La incorporación de este artículo en el texto de la Constitución, se hizo a propuesta nuestra. 

Véase Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, (Aportes a la Asamblea Nacional Consti-
tuyente), Fundación de Derecho Público, Caracas 1999, pp. 88 y ss y 111 y ss. 
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Sin embargo, desafortunadamente, esta clara disposición constitucional 
ha sido interpretada por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justi-
cia, en una forma abiertamente contraria tanto a su texto como a lo que fue la 
intención del constituyente. En efecto, en la sentencia No. 1492 del 7 de julio 
de 2003, al decidir una acción popular de inconstitucionalidad intentada contra 
varias normas del Código Penal contentivas de normas llamadas “leyes de 
desacato” por violación de relativas a la libertad de expresión y, en particular, 
de lo dispuesto en tratados y convenciones internacionales, la Sala Constitu-
cional de dicho Tribunal Supremo, resolvió en la siguiente forma:  

En primer lugar, la Sala comenzó señalando que el artículo 23 de la 
Constitución contiene dos elementos claves: En primer lugar, indicó respecto 
de los derechos referidos en la normas, que “se trata de derechos humanos 
aplicables a las personas naturales”; y en segundo lugar, que el artículo consti-
tucional “se refiere a normas que establezcan derechos, no a fallos o dictáme-
nes de instituciones, resoluciones de organismos, etc., prescritos en los Trata-
dos, sino sólo a normas creativas de derechos humanos”; agregando que se “se 
trata de una prevalencia de las normas que conforman los Tratados, Pactos y 
Convenios (términos que son sinónimos) relativos a derechos humanos, pero 
no de los informes u opiniones de organismos internacionales, que pretendan 
interpretar el alcance de las normas de los instrumentos internacionales” 65. 

 La Sala Constitucional luego concluyó señalando que del artículo 23 de 
la Constitución, es claro que: 

 “La jerarquía constitucional de los Tratados, Pactos y Convenios se refiere a sus 
normas, las cuales, al integrarse a la Constitución vigente, el único capaz de interpre-
tarlas, con miras al Derecho Venezolano, es el juez constitucional, conforme al artícu-
lo 335 de la vigente Constitución, en especial, al intérprete nato de la Constitución de 
1999, y, que es la Sala Constitucional, y así se declara”. 

Y más adelante insistió en señalar que:  

”Al incorporarse las normas sustantivas sobre derechos humanos, contenidas en los 
Convenios, Pactos y Tratados Internacionales a la jerarquía constitucional, el máximo 
y último intérprete de ellas, a los efectos del derecho interno es esta Sala Constitucio-
nal, que determina el contenido y alcance de las normas y principios constitucionales 
(artículo 335 constitucional), entre las cuales se encuentran las de los Tratados, Pac-
tos y Convenciones suscritos y ratificados legalmente por Venezuela, relativos a de-

                                                 
65  Véase en Revista de Derecho Público, No 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2003, 

pp. 136 y ss. 
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rechos humanos”66.  

Con fundamento en esta proposición, la Sala Constitucional concluyó su 
decisión señalando que “es la Sala Constitucional quien determina cuáles 
normas sobre derechos humanos de esos tratados, pactos y convenios, preva-
lecen en el orden interno; al igual que cuáles derechos humanos no contem-
plados en los citados instrumentos internacionales tienen vigencia en Vene-
zuela”; concluyendo de la siguiente manera: 

”Esta competencia de la Sala Constitucional en la materia, que emana de la Carta 
Fundamental, no puede quedar disminuida por normas de carácter adjetivo contenidas 
en Tratados ni en otros textos Internacionales sobre Derechos Humanos suscritos por 
el país, que permitan a los Estados partes del Tratado consultar a organismos interna-
cionales acerca de la interpretación de los derechos referidos en la Convención o Pac-
to, como se establece en el artículo 64 de la Ley Aprobatoria de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, Pacto de San José, ya que, de ello ser posible, se es-
taría ante una forma de enmienda constitucional en esta materia, sin que se cumplan 
los trámites para ello, al disminuir la competencia de la Sala Constitucional y trasla-
darla a entes multinacionales o transnacionales (internacionales), quienes harían in-
terpretaciones vinculantes” 67. 

La Sala Constitucional concluyó su decisión fundamentándose en los 
principios de soberanía, argumentado que las decisiones de los tribunales in-
ternacionales pueden ser aplicados en Venezuela sólo cuando estén conformes 
con lo que dispone la Constitución. En consecuencia, el rango supra constitu-
cional de los tratados cuando establezcan regulaciones más favorables en rela-
ción con el goce y ejercicio de los derechos humanos, puede considerarse que 
fue eliminado de un solo golpe por la Sala Constitucional, al asumir el mono-
polio absoluto de la interpretación constitucional, lo que de acuerdo con la 
Constitución no solo corresponde a dicha Sala. 

En todo caso, el principal problema en relación con este criterio restricti-
vo de la Sala Constitucional en relación con la interpretación del valor de las 
decisiones de los organismos internacionales, es que la misma fue dictada co-
mo una interpretación vinculante de la Constitución, limitando así el poder 
general de los jueces al ejercer el control difuso de la constitucionalidad, de 
poder aplicar directamente y dar prevalencia en el orden interno a las normas 
de la Convención Americana.  

                                                 
66  Idem. 
67  Véase en Revista de Derecho Público, No 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2003, 

pp. 136 y ss. 
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La interpretación restrictiva, por otra parte, se adoptó en una decisión de 
la Sala Constitucional que fue dictada para negarle todo valor o rango consti-
tucional a las “recomendaciones” de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, rechazando en consecuencia a considerar que los artículos impug-
nados del Código Penal limitativos de la libertad de expresión del pensamien-
to en relación con funcionarios públicos, eran inconstitucionales por contrariar 
las recomendaciones de la Comisión Interamericana, que el accionante había 
argumentado que eran obligatorias para el país.  

La Sala Constitucional venezolana, al contrario, consideró que de acuer-
do con la Convención Americana, la Comisión puede formular “recomenda-
ciones” a los gobiernos a los efectos de que adopten en su derecho interno 
medidas progresivas a favor de los derechos humanos, al igual que tomen pro-
visiones para promover el respeto de los derechos (art. 41,b) considerando 
que:   

“Si lo recomendado debe adaptarse a la Constitución y a las leyes de los Estados, es 
porque ello no tiene naturaleza obligatoria, ya que las leyes internas o la Constitución 
podrían colidir con las recomendaciones. Por ello, el articulado de la Convención na-
da dice sobre el carácter obligatorio de la recomendación, lo que contrasta con la 
competencia y funciones del otro órgano: la Corte, la cual -según el artículo 62 de la 
Convención- puede emitir interpretaciones obligatorias sobre la Convención siempre 
que los Estados partes se la pidan, lo que significa que se allanan a dicho dictamen. 

Si la Corte tiene tal facultad, y no la Comisión, es forzoso concluir que las recomen-
daciones de ésta, no tienen el carácter de los dictámenes de aquélla y, por ello, la Sa-
la, para el derecho interno, declara que las recomendaciones de la Comisión Inter-
americana de Derechos Humanos, no son obligatorias. 

Ahora bien, a juicio de esta Sala, las recomendaciones de la Comisión como tales, 
deben ser ponderadas en lo posible por los Estados miembros. Estos deben adaptar su 
legislación a las recomendaciones, siempre que ellas no colidan con las normas cons-
titucionales, pero para esta adaptación no existe un término señalado y, mientras ella 
se practica, las leyes vigentes que no colidan con la Constitución o, según los tribuna-
les venezolanos, con los derechos humanos contemplados en las Convenciones Inter-
nacionales, siguen siendo aplicables hasta que sean declaradas inconstitucionales o 
derogadas por otras leyes”68. 

En definitiva, la Sala Constitucional venezolana concluyó resolviendo 
que las recomendaciones de la Comisión en relación con las leyes de desacato, 
                                                 
68  Véase en Revista de Derecho Público, No 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2003, 

p. 141   
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solo eran puntos de vista de la Comisión sin efectos imperativos u obligato-
rios, es decir, manifestaciones de alerta dirigida a los Estados para que en el 
futuro derogasen o reformasen dichas leyes a los efectos de su adaptación al 
derecho internacional. Lamentablemente, la Sala Constitucional se olvidó to-
mar en cuenta lo que los Estados están obligados a hacer en relación con las 
recomendaciones, que es adoptar las medidas para adaptar su derecho interno 
a la Convención; medidas que por supuesto no se agotan con la sola deroga-
ción o reforma de leyes, siendo una de dichas medidas, precisamente, la inter-
pretación judicial que podía y debía ser dada por el juez constitucional con-
forme a las recomendaciones, que fue lo que la Sala Constitucional venezola-
na eludió hacer.  

Al contrario, en la misma materia, en la Argentina, por ejemplo, luego de 
que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos considerara que las 
leyes de amnistía (Punto Final y Obediencia Debida) dictadas en ese país, así 
como las medidas de perdón aprobadas por el gobierno en relación con los 
crímenes cometidos por la dictadura militar eran contrarias a la Convención 
Americana, los tribunales comenzaron a considerar tales leyes como inconsti-
tucionales por violar el derecho internacional siguiendo lo recomendado por 
las instancias internacionales69.   

En todo caso, la Sala Constitucional de Venezuela, en la antes menciona-
da sentencia, al contrario concluyó su aproximación restrictiva señalando que  

“Una interpretación diferente es otorgarle a la Comisión un carácter supranacional 
que debilita la soberanía de los Estados miembros, y que -como ya lo apuntó la Sala- 
lo prohíbe la Constitución vigente. 

Consecuente con lo señalado, la Sala no considera que tengan carácter vinculante, las 
recomendaciones del Informe Anual de la Comisión Interamericana de los Derechos 
Humanos, correspondiente al año 1994 invocado por el recurrente. Dicho Informe 
hace recomendaciones a los Estados Miembros de la Organización de los Estados 
Americanos para derogar o reformar las leyes, para armonizar sus legislaciones con 
los tratados en materia de derechos humanos, como lo es la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, Pacto San José de Costa Rica; por lo que el Informe con 
recomendaciones no pasa de ser esto: un grupo de recomendaciones que los Estados 

                                                 
69  Sentencia de 4-03-2001, Juzgado Federal No. 4, caso Pobrete Hlaczik, citado en Kathryn Sik-

kink, “The transnacional dimension of judicialization of politics in Latin America”, en Rachel 
Sieder et al (ed), The Judicalization of Politics in Latin America, Palgrave Macmillan, New 
York, 2005, pp. 274, 290 
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acatarán o no, pero que, con respecto a esta Sala, no es vinculante, y así se declara70.  

La verdad, sin embargo, es que después de la sentencia de la Sala Consti-
tucional de Venezuela, el Código Penal fue efectivamente reformado, pero no 
en relación con las normas que encajan dentro de las llamadas “leyes de des-
acato” no se produjo adaptación alguna.  

De nuevo, en contraste con esta desatención del Estado a las recomenda-
ciones de la Comisión Interamericana, se encuentra en cambio el caso de Ar-
gentina, donde en 1995, el Congreso decidió en relación con las mismas mate-
rias pero derogando las normas que establecían los mismos delitos sobre “le-
yes de desacato”, precisamente en cumplimiento de las recomendaciones de la 
Comisión Interamericana en la materia71 

La mencionada aproximación restrictiva de la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela en relación con el valor en el de-
recho interno de las decisiones de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, en todo caso, ya había sido adoptada con anterioridad por la misma 
Sala Constitucional en una sentencia de 17 de mayo de 2000, en la cual objetó 
los poderes cuasi-jurisdiccionales de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos. El caso, referido a la Revista Exceso, fue el siguiente: 

 El director y una periodista de dicha Revista intentaron una acción de 
amparo constitucional contra una sentencia de un tribunal penal dictada en un 
proceso por difamación e injuria contra ellos, pidiendo protección a su dere-
cho a la libre expresión del pensamiento y a la libertad de información. Ante 
la falta de decisión de la acción de amparo, los accionantes acudieron ante la 
Comisión Interamericana denunciando el mal funcionamiento del sistema ju-
dicial venezolano, solicitando protección internacional contra el Estado vene-
zolano por violación al derecho a la libre expresión del pensamiento y al debi-
do proceso, así como contra las amenazas judiciales penales contra el director 
y la periodista de la Revista.  La Comisión Interamericana, en el caso, adoptó 
algunas medidas preventivas de protección. 
                                                 
70   Sentencia No 1942 de 15 de Julio de 2003, en Revista de Derecho Público, No 93-96, Editorial 

Jurídica Venezolana, Caracas 2003, pp. 136 y ss.  
71  Caso Verbistky, Informe No 22/94 de la Comisión de 20-09-1994, caso 11.012 (Argentina). 

Véase los comentarios de Antonio Cancado Trindade, “Libertad de expresión y derecho a la in-
formación en los planos internacional y nacional”, en Iudicum et Vita, Jurisprudencia nacional 
de América Latina en Derechos Humanos, No. 5,  Instituto Interamericano de Derechos Huma-
nos, San José, Costa Rica, Diciembre 1997, pp.194-195. Véase el “Informe sobre la compatibi-
lidad entre las leyes de desacato y la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 17 
de febrero de 1995”, en Estudios Básicos de derechos Humanos, Vol. X, Instituto Interameri-
cano de Derechos Humanos., San José 2000, pp. 303 y ss.. 



 40

La Sala Constitucional, en su momento, al decidir sobre la acción de am-
paro intentada, consideró que este caso efectivamente se habían violado los 
derecho de los accionantes al debido proceso, pero no así su libertad de infor-
mación; y en relación con las medidas cautelares adoptadas por la Comisión 
Interamericana, las calificó de inaceptables, señalando que:  

“Igualmente considera inaceptable la instancia de la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos de la Organización de los Estados Americanos en el sentido de soli-
citar la adopción de medidas que implican una crasa intromisión en las funciones de 
los órganos jurisdiccionales del país, como la suspensión del procedimiento judicial 
en contra de los accionantes, medidas que sólo pueden tomar los jueces en ejercicio 
de su competencia e independencia jurisdiccional, según lo disponen la Carta Funda-
mental y las leyes de la República Bolivariana de Venezuela, aparte lo previsto en el 
artículo 46, aparte b) de la Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de 
San José (Costa Rica), que dispone que la petición sobre denuncias o quejas de viola-
ción de dicha Convención por un Estado parte, requerirá que “se haya interpuesto y 
agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del derecho in-
ternacional generalmente reconocidos”, lo cual fue pretermitido en el caso de autos, 
por no haber ocurrido retardo judicial imputable a esta Sala según lo indicado en la 
parte narrativa de este fallo”72. 

Esta desafortunada decisión puede considerarse como contraria al artícu-
lo 31 de la Constitución de Venezuela, que consagra expresamente el derecho 
constitucional de toda persona de poder acudir ante los organismos internacio-
nales de derechos humanos como la Comisión Interamericana, solicitando 
amparo respecto de sus derechos violados. Por tanto, es difícil imaginar cómo 
es que este derecho constitucional se podría ejercer, si es la misma Sala Cons-
titucional la que ha rechazado la jurisdicción de la Comisión Interamericana.  

En contraste con esta reacción de la Sala Constitucional venezolana, en 
otros países como Costa Rica, la situación es la contraria, donde la Sala Cons-
titucional de la Corte Suprema en su sentencia No. 2313-95, fundamentó su 
decisión declarando la inconstitucionalidad del artículo 22 de la Ley Orgánica 
del Colegio de Periodistas que establecía la colegiación obligatoria de los 
mismos al Colegio de Periodistas para poder ejercer dicha profesión, precisa-

                                                 
72  Caso Faitha M.Nahmens L. y Ben Ami Fihman Z. (Revista Exceso), Exp. N°: 00-0216, 

Sentencia No. 386 de 17-5-2000.. Consultada en original. Véase en Carlos Ayala Corao, 
“Recepción de la jurisprudencia internacional sobre derechos humanos por la jurisprudencia 
constitucional” en Revista del Tribunal Constitucional, No. 6, Sucre, Bolivia, Nov. 2004, pp. 
275 y ss 
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mente en lo que previamente había resuelto la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos en la Opinión Consultiva No OC-5 de 198573, señalando que:  

“...si la Corte Interamericana de Derechos Humanos es el órgano natural para inter-
pretar la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de 
Costa Rica), la fuerza de su decisión al interpretar la Convención y enjuiciar las leyes 
nacionales a la luz de esta normativa, ya sea en caso contencioso o en una mera con-
sulta, tendrán -de principio- el mismo valor de la norma interpretada”74.  

Por ello, la Sala concluyó en el caso concreto, que como Costa Rica 
había sido el país que había requerido la Opinión Consultiva:  

“Cuando la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en su OC-05-85 unánimente 
resolvió que la colegiación obligatoria de periodistas contenida en la Ley N° 4420, en 
cuanto impide el acceso de las personas al uso de los medios de comunicación, es in-
compatible con el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
no puede menos que obligar al país que puso en marcha mecanismos complejos y 
costosos del sistema interamericano de protección de los derechos humanos”.   

Por lo demás, debe indicarse que conforme a la jurisprudencia de la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Costa Rica, el sistema constitucional 
de ese país pienso que también puede ubicarse entre los que otorgan rango su-
pra constitucional a los tratados en materia de derechos humanos, si contienen 
normas más favorables en la materia. Así, en la mencionada sentencia No. 
2313-95, la Sala precisó lo siguiente: 

“Sobre esto debe agregarse que en tratándose de instrumentos internacionales de De-
rechos Humanos vigentes en el país, no se aplica lo dispuesto por el artículo 7 de la 
Constitución Política, ya que el 48 Constitucional tiene norma especial para los que 

                                                 
73  Opinión Consultiva OC-5/85 de 13 de noviembre de 1985. La colegiación obligatoria de pe-

riodistas (arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos). En la misma, la 
Corte Interamericana fue de la opinión: "que la colegiación obligatoria de los periodistas, en 
cuanto impida el acceso de cualquier persona al uso pleno de los medios de comunicación so-
cial como vehículo para expresarse o para transmitir información, es incompatible con el artí-
culo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos"; y "que la Ley N° 4420 de 22 
de septiembre de 1969, Ley Orgánica del Colegio de Periodistas de Costa Rica, objeto de la 
presente consulta, en cuanto impide a ciertas personas el pertenecer al Colegio de Periodistas y, 
por consiguiente, el uso -pleno- de los medios de comunicación social como vehículo para ex-
presarse y transmitir información, es incompatible con el artículo 13 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos". 

74  Sentencia No. 2312-05 de 09-05-1995. Consultada en original. Citada además en Rodolfo Piza 
R., La justicia constitucional en Costa Rica, San José 1995; y en Carlos Ayala Corao, “Recep-
ción de la jurisprudencia internacional sobre derechos humanos por la jurisprudencia constitu-
cional” en Revista del Tribunal Constitucional, No. 6, Sucre, Bolivia, Nov. 2004, pp. 275 y ss  
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se refieren a derechos humanos, otorgándoles una fuerza normativa del propio nivel 
constitucional.  Al punto de que, como lo ha reconocido la jurisprudencia de esta Sa-
la, los instrumentos de Derechos Humanos vigentes en Costa Rica, tienen no sola-
mente un valor similar a la Constitución Política, sino que en la medida en que otor-
guen mayores derechos o garantías a las personas, priman por sobre la Constitución 
(vid. sentencia  N° 3435-92 y su aclaración, N° 5759-93)”. 

Por ello, en la misma sentencia de la Sala Constitucional costarricense, al 
precisar su competencia para ejercer el control de constitucionalidad de nor-
mas, precisó que:   

“La Sala Constitucional no solamente declara violaciones a derechos constituciona-
les, sino a todo el universo de derechos fundamentales contenidos en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos vigentes en el país.  Desde ese punto de vista, el 
reconocimiento por la Sala Constitucional de la normativa de la Convención Ameri-
cana de Derechos Humanos, en la forma en que la interpretó la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos en su Opinión Consultiva OC-05-85, resulta natural y absolu-
tamente consecuente con su amplia competencia. De tal manera, sin necesidad de un 
pronunciamiento duplicado, fundado en los mismos argumentos de esa opinión, la Sa-
la estima que es claro para Costa Rica que la normativa de la Ley N° 4420… es ilegí-
tima y atenta contra el derecho a la información, en el amplio sentido que lo desarro-
lla el artículo 13 del Pacto de San José de Costa Rica, tanto como de los artículos 28 y 
29 de la Constitución Política”. 

Ahora bien, volviendo al caso de Venezuela, antes de que se adoptara la 
interpretación restrictiva de la Sala Constitucional antes referida, debe decirse 
que muchos tribunales inferiores en otras materias aplicaron la Convención 
Americana de Derechos Humanos, declarando la prevalencia de sus normas en 
relación con normas constitucionales y legales. 

Fue el caso, por ejemplo, del derecho a la revisión judicial de sentencias, 
o derecho a la segunda instancia o derecho de apelación. En efecto, en la de-
rogada Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia de 1976, al regular tran-
sitoriamente los tribunales de la jurisdicción contencioso administrativa75, se 
dispuso que en los casos de impugnación de algunos actos administrativos 
como los emanados de institutos autónomos o Administraciones desconcen-
tradas o independientes, la competencia para decidir de la acción correspondía 
en única instancia a la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa, sin 
apelación ante la Sala Político Administrativa de la Corte Suprema.  

La Constitución de 1999 solo reguló como derecho constitucional el de-

                                                 
75  Véase los comentarios en Allan R. Brewer-Carías y Josefina Calcaño de Temeltas, Ley Orgáni-

ca de la Corte Suprema de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1978.  
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recho de apelación en materia de juicios penales a favor de la persona declara-
da culpable (art. 40,1); por lo que en otros casos, como el mencionado de los 
juicios contencioso administrativos, no existía una garantía constitucional ex-
presa a la apelación, por lo que en los casos de las decisiones de la Corte Pri-
mera de lo Contencioso, conociendo en única instancia, la apelación había si-
do siempre declarada inadmisible.  

Después de la entrada en vigencia de la Constitución de 1999, sin embar-
go, en algunos casos se ejercieron recursos de apelación contra decisiones de 
la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa para ante la Sala Político 
Administrativa del Tribunal Supremo, alegándose la inconstitucionalidad de la 
norma de la Ley Orgánica que limitaba el derecho de apelación en ciertos ca-
sos. Como consecuencia de ello, en algunos casos los tribunales contencioso 
administrativos, en ejercicio del control difuso de constitucionalidad, admitie-
ron la apelación basándose en el derecho de apelar las decisiones judiciales 
ante el tribunal superior que se establece en el artículo 8,2,h de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, la cual se consideró como formando parte 
del derecho constitucional interno del país. El tema finalmente también llegó a 
decisión por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, la cual en una deci-
sión No. 87 del 13 de marzo de 2000, resolvió lo siguiente: 

“Puesta en relación esta norma con la disposición prevista en el artículo 49, numeral 
1, de la Constitución de la República, en la cual el derecho a recurrir del fallo se atri-
buye únicamente a la persona declarada culpable, y se autoriza el establecimiento de 
excepciones al citado derecho, cabe interpretar que la norma de la convención es más 
favorable al goce y ejercicio del citado derecho, puesto que consagra el derecho de 
toda persona a ser oída, no sólo en la sustanciación de cualquier acusación, penal, si-
no también en la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 
fiscal o de cualquier otro carácter, establece el derecho a recurrir del fallo, sin excep-
ción alguna; le atribuye la naturaleza de garantía mínima; otorga su titularidad a toda 
persona, con independencia de su condición en el proceso; y establece que el titular 
del citado derecho ha de ser tratado bajo el principio de igualdad plena. 

Puesta en relación esta norma en referencia con la disposición prevista en el último 
aparte del artículo 185 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, cabe in-
terpretar que esta última es incompatible con aquélla, puesto que niega, en términos 
absolutos, el derecho que la convención consagra, siendo que el ordenamiento consti-
tucional no atribuye a la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo el rango de 
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tribunal supremo” 76. 

Con fundamente en lo antes mencionado, la Sala Constitucional concluyó 
su decisión, señalando que: 

”reconoce y declara, con fundamento en la disposición prevista en el artículo 23 de la 
Constitución de la República, que el artículo 8, numerales 1 y 2 (literal h), de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, forma parte del ordenamiento consti-
tucional de Venezuela; que las disposiciones que contiene, declaratorias del derecho a 
recurrir del fallo, son más favorables, en lo que concierne al goce y ejercicio del cita-
do derecho, que la prevista en el artículo 49, numeral 1, de dicha Constitución; y que 
son de aplicación inmediata y directa por los tribunales y demás órganos del Poder 
Público”77.  

La Sala Constitucional incluso resolvió el caso estableciendo una inter-
pretación obligatoria, que exigía la re-redacción de la Ley Orgánica, dispo-
niendo lo siguiente: 

“En consecuencia, visto que el último aparte, primer párrafo, del artículo 185 de la 
Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, dispone lo siguiente: “Contra las deci-
siones que dicto dicho Tribunal en los asuntos señalados en los ordinales 1 al 4 de es-
te artículo no se oirá recurso alguno”; visto que la citada disposición es incompatible 
con las contenidas en el artículo 8, numerales 1 y 2 (literal h), de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, las cuales están provistas de jerarquía constitucional 
y son de aplicación preferente; visto que el segundo aparte del artículo 334 de la 
Constitución de la República establece lo siguiente: “En caso de incompatibilidad en-
tre esta Constitución y una ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones 
constitucionales, correspondiendo a los tribunales en cualquier causa, aun de oficio, 
decidir lo conducente”, ésta Sala acuerda dejar sin aplicación la disposición transcrita, 
contenida en el último aparte, primer párrafo, del artículo 185 de la Ley Orgánica en 
referencia, debiendo aplicarse en su lugar, en el caso de la sentencia que se pronuncie, 
de ser el caso, sobre el recurso contencioso administrativo de anulación interpuesto 
por la parte actora ante la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo (expedien-
te N° 99-22167), la disposición prevista en el último aparte, segundo párrafo, del artí-
culo 185 eiusdem, y la cual es del tenor siguiente: ‘Contra las sentencias definitivas 
que dicte el mismo Tribunal ... podrá interponerse apelación dentro del término de 
cinco días, ante la Corte Suprema de Justicia (rectius: Tribunal Supremo de Justicia)’. 
Así se decide”78.   

                                                 
76  Caso: C.A. Electricidad del Centro (Elecentro) y otra vs. Superintendencia para la Promoción y 

Protección de la Libre Competencia. (Procompetencia), en Revista de Derecho Público, No. 81, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, pp. 157 y ss 

77  Idem, p. 157  
78  Idem. p. 158. 
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Pero en segundo lugar, otro de los mecanismos para que se produzca la 
aplicación directa de los tratados sobre derechos humanos en el orden interno, 
es el derivado del otorgamiento de rango constitucional a los mismos, con lo 
cual adquieren igual jerarquía que la Constitución. En este grupo se pueden 
distinguir dos tipos de regímenes constitucionales: los que confieren rango 
constitucional a todos los instrumentos internacionales sobre derechos huma-
nos, o los que sólo otorgan dicho a un determinado grupo de tratados enume-
rados en las Constituciones. 

En el primer grupo se destaca el caso de la Constitución del Perú de 
1979, derogada en 1994, en cuyo artículo 105 se establecía que “los preceptos 
contenidos en los tratados sobre derechos humanos, tienen jerarquía constitu-
cional” y en consecuencia, “no pueden ser modificados excepto mediante el 
procedimiento vigente para la reforma de la Constitución”.  

 En el segundo grupo se puede ubicar la Constitución de Argentina, en la 
cual se otorga a un importante grupo de tratados y declaraciones internaciona-
les que estaban vigentes en 1994, específicamente enumerados en el artículo 
75.22 de la Constitución, una jerarquía superior a las leyes,  es decir, rango 
constitucional:  

“La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración 
Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Conven-
ción sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Inter-
nacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Con-
vención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; 
la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra-
dantes; la Convención sobre los Derechos del Niño”. 

De acuerdo con esta previsión constitucional, la Corte Suprema de Justi-
cia de la Nación ha aplicado la Convención Americana de Derechos Humanos, 
dando prevalencia a sus previsiones en relación con las leyes, como sucedió 
respecto de normas del Código de Procedimiento Penal, también en relación 
con el derecho de apelación. Al contrario de lo que se establece en la Conven-
ción Americana, dicho Código excluía el derecho de apelación respecto de 
algunas decisiones judiciales de acuerdo a la cuantía de la pena. La Corte Su-
prema de la Nación declaró la invalidez por inconstitucionalidad de dichas 
normas limitativas de la apelación, aplicando precisamente  el artículo 8,1,h de 
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la Convención Americana que garantiza, como se ha dicho, el derecho de ape-
lar las decisiones judiciales por ante un tribunal superior”79. 

Por otra parte, también en Argentina, los tribunales han considerado las 
decisiones de la Comisión Interamericana y de la Corte Interamericana como 
obligatorias, incluso antes de que los tratados internacionales de derechos 
humanos fueran constitucionalizados en la reforma constitucional de 1994. En 
una sentencia de 7 de julio de 1992, la Corte Suprema aplicó la Opinión Con-
sultiva OC-7/8680 de la Corte Interamericana, señalando que: “la interpreta-
ción del Pacto debe, además guiarse por la jurisprudencia de la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos, uno de cuyos objetivos es la interpretación 
del Pacto de san José (Estatuto, artículo 1)”81.  

En 1995, la misma Corte Suprema de Argentina consideró que debido al 
reconocimiento por el Estado de la jurisdicción de la Corte Interamericana pa-
ra resolver casos de interpretación y aplicación de la Convención Americana, 
sus decisiones  “deben servir de guía para la interpretación de los preceptos 
convencionales”82. En otras decisiones, la Corte Suprema revocó decisiones de 
tribunales inferiores por considerar que las interpretaciones que las sustenta-
ban eran incompatibles con la doctrina de la Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos83. 

                                                 
79  Sentencia de 04-04- 1995, Caso Giroldi, H.D. y otros. Véase en Aida Kemelmajer de Caqrlucci 

and maria Gabriela Abalos de Mosso, “Grandes líneas directrices de la jurisprudencia argentina 
sobre material constitucional durante el año 1995”, en Anuario de Derecho Constitucional lati-
noamericano 1996, Fundación Konrad Adenauer, Bogotá, 1996, pp. 517  y ss.; y en Carlos 
Ayala Corao, “Recepción de la jurisprudencia internacional sobre derechos humanos por la ju-
risprudencia constitucional” en Revista del Tribunal Constitucional, No. 6, Sucre, Bolivia, 
Nov. 2004, pp. 275 y ss. 

80  Opinión Consultiva OC-7/86 de 29 de agosto de 1986. Exigibilidad del derecho de rectifica-
ción o respuesta (arts. 14.1, 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos). 

81  Sentencia caso Miguel A. Ekmkdjiam,  Gerardo Sofivic y otros, en Ariel E. Dulitzky, “La apli-
cación de los tratados sobre derechos humanos por los tribunales locales: un estudio compara-
do” en La aplicación de los tratados sobre derechos Humanos por los tribunales locales, Cen-
tro de Estudios Legales y Sociales, Buenos Aires, 1997; y en Carlos Ayala Corao, “Recepción 
de la jurisprudencia internacional sobre derechos humanos por la jurisprudencia constitucional” 
en Revista del Tribunal Constitucional, No. 6, Sucre, Bolivia, Nov. 2004, pp. 275 y ss 

82  Sentencia caso H Giroldi/ recurso de casación, 17-04-1995. Véase en Jurisprudencia Argenti-
na, Vol. 1995-III, p. 571; y en Carlos Ayala Corao, “Recepción de la jurisprudencia internacio-
nal sobre derechos humanos por la jurisprudencia constitucional” en Revista del Tribunal 
Constitucional, No. 6, Sucre, Bolivia, Nov. 2004, pp. 275 y ss 

83  Caso Bramajo, September 12, 1996. Véase en Jurisprudencia Argentina, Nov. 20, 1996; y en 
Carlos Ayala Corao, “Recepción de la jurisprudencia internacional sobre derechos humanos 
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Debe mencionarse, por otra parte, que en el caso de Panamá, a pesar de 
que no se indica en el texto Constitucional expresamente, el rango constitu-
cional de los tratados, de la jurisprudencia de la Corte Suprema ello puede de-
ducirse, al considerar que cualquier violación a un tratado internacional es una 
violación del artículo 4 de la Constitución. En efecto, la Constitución de Pa-
namá sólo dispone que “La República de Panamá acata las normas del Dere-
cho Internacional” (art. 4); ello, sin embargo, ha permitido a la Corte Suprema 
de Justicia, considerar como una violación constitucional la violación a nor-
mas de tratados internacionales. En una sentencia del 12 de marzo de 1990, en 
efecto, se declaró la inconstitucionalidad de un decreto ejecutivo que estable-
cía un condicionamiento arbitrario de carácter global al ejercicio de las liber-
tades de expresión y de prensa, para lo cual la Corte Suprema estableció que: 

“Con ese proceder se viola el artículo 4 de la carta magna, que obliga al acatamiento 
de las normas de Derecho internacional por parte de las autoridades nacionales. En el 
caso bajo examen, tal como lo señala el recurrente, se trata de la violación del pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y de la Convención Americana sobre 
Derechos zhu8manos, aprobados por las leyes 14 de 1976 y 15 de 1977, respectiva-
mente, convenios que rechazan el establecimiento de la censura previa al ejercicio de 
las libertades de expresión y de prensa, en tanto que derechos humanos fundamenta-
les”84 

En tercer lugar, la aplicación en el orden interno de los tratados y conve-
nios internacionales de derechos humanos, se ha logrado en los casos en los 
cuales las Constituciones han atribuido rango supra legal a los tratados y con-
venciones internacionales en general, incluyendo los relativos a derechos 
humanos. En estos sistemas, los tratados están sujetos a la Constitución pero 
prevalecen sobre lo dispuesto en las leyes.  

Esta fue la modalidad que se siguió por ejemplo en las Constituciones de 
Alemania (artículo 25), Italia (artículo 10) y Francia (artículo 55), y América 
Latina, es la solución adoptada en la Constitución de Costa Rica (reforma de 
1968), en la cual se dispuso que: 

 “Los tratados públicos, los convenios internacionales y los concordatos, debidamente 
aprobados por la Asamblea Legislativa, tendrán desde su promulgación o desde el día 
que ellos designen, autoridad superior a las leyes” (Artículo 7).  

                                   
por la jurisprudencia constitucional” en Revista del Tribunal Constitucional, No. 6, Sucre, Bo-
livia, Nov. 2004, pp. 275 y ss 

84  Véase en Iudicum et Vita, Jurisprudencia nacional de América Latina en Derechos Humanos, 
No. 5, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José, Costa Rica, Diciembre 1997 
pp. 80-82 
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Como antes se dijo, sin embargo, la jurisprudencia de la Sala Constitu-
cional de Costa Rica le ha otorgado a los tratados internacionales en materia 
de derechos humanos, rango constitucional e incluso supra constitucional de 
contener disposiciones más favorables al ejercicio de los mismos.  La Sala 
Constitucional, también en relación con el derecho de apelación, ha aplicado 
directamente la Convención Americana de Derechos Humanos con prevalan-
cia sobre las leyes, al considerar que las normas “legales que contradigan [un 
tratado] deban tenerse simplemente por derogadas, en virtud precisamente del 
rango superior del tratado”85. En esta forma, al considerar que el artículo 8.2 
de la Convención Americana de Derechos Humanos “reconoce como derecho 
fundamental de todo ser humano, imputado en una causa penal por delito, el 
de recurrir del fallo” la Sala consideró que el artículo 472 del Código de Pro-
cedimientos Penales que limitaban el ejercicio del recurso de casación debían 
tenerse  “por no puestas” y entender “que el recurso de casación a que ahí se 
alude está legalmente otorgado a favor del reo condenado a cualquier pena en 
sentencia dictada en una causa panal por delito”.  

La Sala Constitucional, en una sentencia posterior No. 719-90 declaró 
con lugar el recurso de inconstitucionalidad intentado contra el artículo 474 
del Código de Procedimientos Penales, anulándolo y considerando en conse-
cuencia, como “no puestas las limitaciones al derecho a recurrir en casación a 
favor del imputado contra la sentencia penal por delito, establecidas en el artícu-
lo”. Para ello, la Sala partió de la consideración de que: 

“Lo único que, obviamente, impone la Convención Americana es la posibilidad de 
recurso ante un Tribunal Superior contra la sentencia penal por delito, de manera que 
al declararse inconstitucionales las limitaciones impuestas por el artículo 474 incisos 
1) y 2) del Código de Procedimientos Penales, los requerimientos del artículo 8.2 in-
ciso h) de la Convención estarían satisfechos, con la sola salvedad de que el de casa-
ción no fuera el recurso ante juez o tribunal superior, en los términos de dicha norma 
internacional”86. 

Se destaca, sin embargo, que en otra sentencia No. 1054-94, la Sala 
Constitucional declaró sin lugar la impugnación por inconstitucionalidad del 
artículo 426 del Código de Procedimientos Penales, por las mismas razones an-
tes señaladas de negativa del recurso  en materia de contravenciones y no de de-
litos, por considerar que en su jurisprudencia, lo que ha establecido la Sala  con 

                                                 
85  Sentencia 282-90, caso violación del artículo 8.2 de la Convención Americana por el derogado 

artículo 472 del Código de Procedimientos Penales. Consultada en original. 
86  Consultada en original. 
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claridad es “que la citada Convención Americana establece la doble instancia 
como derecho fundamental de todo ser humano, imputado en una causa penal 
por delito, de recurrir del fallo ante un superior, y no indistintamente en todas las 
materias”87. 

Ahora bien, en cuanto al rango supra legal de los tratados y su prevalen-
cia respecto de las leyes en caso de conflicto, en sentido similar, el artículo 
144 de la Constitución de El Salvador dispone que: “Los tratados internacio-
nales celebrados por El Salvador con otros estados o con organismos interna-
cionales, constituyen leyes de la República al entrar en vigencia, conforme a 
las disposiciones del mismo tratado y de esta Constitución” agregando que 
“La ley no podrá modificar o derogar lo acordado en un tratado vigente para 
El Salvador” y que “En caso de conflicto entre el tratado y la ley, prevalecerá 
el tratado”. 

De acuerdo con estas previsiones, la Sala Constitucional de la Corte Su-
prema de Justicia de El Salvador también ha aplicado los tratados internacio-
nales en materia de derechos humanos, decidiendo casos en los que ha consi-
derado que las regulaciones internacionales prevalecen sobre la legislación 
interna. Es el caso de la sentencia de 17 de noviembre de 1994, dictada en un 
proceso en el cual un tribunal penal decidió la detención preventiva de un an-
tiguo comandante de las fuerzas armadas irregulares, en un juicio que se le 
seguía por el delito de difamación.  La Sala decidió que “para la adecuada 
comprensión de las instituciones de la detención provisional en nuestro siste-
ma, debemos tener en cuenta además con fundamento en el artículo 144 de la 
Constitución, los tratados internacionales ratificados por El Salvador”88; en 
consecuencia, pasó a analizar el artículo 11,1 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y el artículo 9,3 del Pacto Internacional de Derechos Civi-
les y Políticos que se refieren al derecho a la presunción de inocencia y al ca-
rácter excepcional de la detención preventiva, la cual no debe considerarse 
como la regla general.  La Sala Constitucional también analizó el artículo 
XXVI de la Declaración Americana de Derechos Humano, que también se re-
fiere a la presunción de inocencia, y a los artículos 7,2 y 8,2 de la Convención 
Americana  de Derechos Humanos los cuales regulan los derechos de las per-
sonas en relación con las detenciones, particularmente el principio nulla pena 
sine lege. Conforme a todo ese análisis del derecho internacional de los dere-
                                                 
87  Idem. 
88  Véase en Iudicum et Vita, Jurisprudencia nacional de América Latina en Derechos Humanos, 

No. 5,  Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José, Costa Rica, Diciembre 1997, 
p. 157  
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chos humanos, la Sala concluyó señalando que “Es en ese contexto –
constitucional e internacional- que se ha de encuadrar el examen de la deten-
ción provisional, por cuanto tales normas, dada su superior ubicación en la 
jerarquía normativa, obligan a su cumplimiento”89 

En consecuencia, y fundamentándose en las regulaciones internacionales 
en relación con la detención preventiva y los derechos de las personas, la Sala 
concluyó que “ésta no puede nunca constituir la regla general de los procesos 
penales –circunstancia además expresamente prohibida en el artículo 9,3 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos- por lo que la misma , no 
puede funcionar automáticamente”90, porque no puede entenderse como una 
sanción anticipada. Al contrario, a los efectos de decretar la detención, el juez 
en cada caso necesita evaluar las circunstancias sobre la necesidad y conve-
niencia de la privación de la libertad para proteger el interés público funda-
mental. 

Con fundamento en lo anterior, la Sala Constitucional concluyó en rela-
ción con el caso que como en el mismo se había decidido la detención provi-
sional, y  “no se consignó justificación alguna para dicha orden, esta deviene 
en inconstitucional”91. 

En otra sentencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de El 
Salvador de 13 de junio de 1995, la Sala declaró la inconstitucionalidad de una 
Ordenanza municipal que había establecido restricciones al ejercicio del dere-
cho de reunión y manifestación, fundamentándose en lo dispuesto en los artí-
culos 15 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 21 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, conforme a los cuales las limi-
taciones a dichos derechos sólo podía establecerse por ley. A tal efecto, la Sala 
partió de la consideración de que “Los tratados internacionales vigentes en 
nuestro país, con supremacía respecto de las leyes secundarias, entre ellas, el 
Código Municipal, reconocen la libertad de reunión y manifestación pública y 
establecen que este derecho solo podrá estar sujeto a limitaciones o restriccio-
nes previstas por la LEY, que sean necesarias en una sociedad democrática”, 
la cual “tiene que se emitida por la Asamblea Legislativa observando el for-
malismo” establecido en la Constitución; y además dispuso la Sala, que dicha 
ley, de acuerdo con el artículo XXVIII la Declaración Americana de Derechos 
Humanos solo puede establecer limitaciones sujetas al “principio de razonabi-

                                                 
89  Idem, p. 157 
90  Idem, p. 158 
91  Idem, p. 158 
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lidad de manera que ”sea intrínsecamente justa: es decir, que debe responder a 
ciertas pautas de valor suficientes, o sea dar el contenido material de justicia 
consagrado en la Constitución” Concluyó la Sala en el caso concreto, decla-
rando la inconstitucionalidad solicitada, al considerar que: 

“Ninguno de estos componentes encontramos en el instrumento cuya inconstituciona-
lidad se demanda: es decir, que se trata de un caso típico de abuso de autoridad, pues 
no solo se entra en reglar el ejercicio de un derecho constitucional sin autorización 
bastante, sino que usurpa una función reservada al legislador”.  

La Constitución de México, al referirse a los tratados internacionales, 
puede considerarse como la que en América Latina que sigue más de cerca el 
texto de la Constitución Norteamericana, a disponer:   

Artículo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de 
ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se ce-
lebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Su-
prema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitu-
ción, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las 
Constituciones o leyes de los Estados.  

Se trata de la misma llamada cláusula de supremacía, conforme a la cual, 
tradicionalmente se había considerado que los tratados tenían la misma jerar-
quía normativa que las leyes. Así lo decidió la Suprema Corte de la Nación en 
sentencia de Pleno C/92, de 30 de junio de 1992, al señalar que  ocupando las 
leyes  y los tratados internacionales, el mismo “rango inmediatamente inferior 
a la Constitución en la jerarquía de las normas en el orden jurídico mexicano”, 
un 

 ”tratado internacional no puede ser criterio para determinar la constitu-
cionalidad de una ley ni viceversa. Por ello, la Ley de las Cámaras de 
Comercio y de las de Industria no puede ser considerara inconstitucional 
por contrariar lo dispuesto en un tratado internacional.”92  

Pero este criterio ha sido abandonado por la propia Suprema Corte, en 
una sentencia de revisión de amparo No. 1475/98, en la cual, al interpretarse el 
artículo 133 constitucional conforme a la Convención de Viena sobre Derecho 
de los Tratados de 1969, se determinó que en virtud de que “los compromisos 
internacionales son asumidos por el Estado mexicano en su conjunto y com-
                                                 
92  Tesis P. C/92, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, No. 

60, diciembre de 1992, p. 27. 
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prometen a todas sus autoridades frente a la comunidad internacional” los tra-
tados internacionales “se ubican jerárquicamente por encima de las leyes fede-
rales y, en un segundo plano, respecto de la Constitución Federal”, adquirien-
do entonces rango supra legal93.   

En este grupo de países que otorga rango supra legal a los tratados en ma-
teria de derechos humanos también se puede ubicar el caso de Paraguay. La 
Constitución contiene una cláusula de supremacía similar a la mexicana, con 
el siguiente texto:  

Artículo 137 - De la supremacía de la Constitución. La ley suprema de la Repúbli-
ca es la Constitución. Esta, los tratados, convenios y acuerdos internacionales apro-
bados y ratificados, las leyes dictadas por el Congreso y otras disposiciones jurídicas 
de inferior jerarquía, sancionadas en consecuencia, integran el derecho positivo na-
cional en el orden de prelación enunciado.  

Dicha cláusula, sin embargo, tiene la peculiaridad de indicar el orden de 
prelación de las fuentes, por lo que los tratados si bien están por debajo de la 
Constitución, están por encima de las leyes. Además, esta norma se comple-
menta con el artículo 141 de la misma Constitución que dispone que “los tra-
tados internacionales validamente celebrados, aprobados por ley del Congreso, 
y cuyos instrumentos de ratificación fueran canjeados o depositados, forman 
parte del ordenamiento legal interno con la jerarquía que determina el Artículo 
137”. 

Conforme a estas previsiones, por ejemplo, el Tribunal de Apelaciones en 
lo Criminal, Primera Sala de Paraguay, en sentencia de 10 de junio de 1996, 
revocó una sentencia de un tribunal inferior que había dictado una condena 
por el delito de difamación en el cual el querellante era una persona política y 
pública, argumentando que “en una sociedad democrática los políticos están 
más expuestos a la crítica de la ciudadanía”, por lo que “en ningún caso el in-
terés de los particulares primará sobre el interés público”, invocando para la 

                                                 
93  Véase la referencia en Guadalupe barrena y Carlos Montemayor “Incorporación del derecho 

internacional en la Constitución mexicana”, Derechos Humanos. Memoria del IV Congreso 
Nacional de Derecho Constitucional, Vol. III, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 
México 2001; y en Humberto Henderson, “Los tratados internacionales de derechos humanos 
en el orden interno: la importancia del principio pro homine”, en Revista IIDH, Instituto Inter-
americano de Derechos Humanos, No. 39, San José 2004, p. 82, nota 15. 
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sentencia revocatoria, las normas constitucionales pertinentes así como el artí-
culo 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos94 

En cuarto lugar, en relación con la jerarquía de los tratados internaciona-
les sobre derechos humanos en el ámbito interno y su aplicación por los tribu-
nales, otro sistema que quizás es el más común, es el de la atribución a los 
mismos del mismo rango que las leyes. Es el sistema clásico del constitucio-
nalismo moderno, generalizado según lo que dispuso la Constitución de los 
Estados Unidos en su artículo VI. 2: 

Esta Constitución y las leyes de los Estados Unidos que deben sancionarse conforme 
a la misma; y todos los tratados suscritos o que deban suscribirse bajo la autoridad de 
los Estados Unidos, serán la suprema ley del país; y los jueces en cada Estado se suje-
tarán a la misma, aún cuando exista algo en contrario en la Constitución o leyes de los 
Estados.   

En estos sistemas, en consecuencia, los tratados son parte de la legisla-
ción del país, teniendo entonces el mismo rango que las leyes. Están sujetos a 
la Constitución, y en su aplicación en relación con las leyes se rigen por los 
principios de la ley posterior y de la ley especial a los efectos de su prevalen-
cia o efectos derogatorios.  

En el caso de Uruguay, el artículo 6 de la Constitución sólo hace referen-
cia a los tratados internacionales a los efectos de indicar que se debe proponer 
“la cláusula de que todas las diferencias que surjan entre las partes contratan-
tes, serán decididas por el arbitraje u otros medios pacíficos”; no haciendo re-
ferencia alguna ni a la jerarquía en el derecho interno ni al tema de los dere-
chos humanos. Ello, sin embargo, no ha sido impedimento para que la Corte 
Suprema de Justicia, por ejemplo, en la sentencia de 23 de octubre de 1996, al 
resolver sobre una excepción de inconstitucionalidad opuesta por el Ministerio 
Público contra normas de la Ley de Prensa que permiten ser juzgado en liber-
tad por delitos de prensa, fundamentara su argumento en lo dispuesto en trata-
dos internacionales, para desestimar la excepción. El caso concreto trató sobre 
un delito de imprenta por críticas formuladas al Presidente del Paraguay, en el 
cual el denunciante fue el Embajador del Paraguay en el Uruguay. El Ministe-
rio Público denunció violaciones al principio de igualdad contenidas en nor-
mas constitucionales y en los artículos 7 de la Declaración Americana de De-

                                                 
94  Véase en Iudicum et Vita, Jurisprudencia nacional de América Latina en Derechos Humanos, 

No. 5, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José, Costa Rica, Diciembre 1997 
pp. 82-86. 
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rechos Humanos y 24 de la Convención Americana de Derechos Humanos. La 
Corte Suprema para decidir analizó extensivamente el derecho humano a la 
libre expresión del pensamiento haciendo referencia, precisamente, al artículo 
19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 13.1 de 
la Convención Americana de Derechos Humanos; a la Opinión Consultiva 
OC-5 sobre incompatibilidad del derecho a la libre expresión del pensamiento 
y la colegiación obligatoria de los periodistas; y al derecho a la presunción de 
inocencia “consagrado expresamente, en todo caso, en las Convenciones y 
Declaraciones internacionales a las que ha adherido el país o que de otro modo 
le obligan (Declaración Universal de los Derechos del Hombre, art. 11; Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 14.4 y Convención Ameri-
cana de Derechos Humanos, art. 8.2..), lo que permitía al querellado en el ca-
so, el ser juzgado en libertad95.   

El sistema constitucional de la República Dominicana también puede 
ubicarse en este grupo constitucional, donde los tratados tienen el mismo ran-
go que las leyes. Por ello, y precisamente por el hecho de que la República 
Dominicana es uno de los pocos países de América Latina que no tiene consa-
grado en el texto constitucional el recurso o acción de amparo como medio 
judicial de protección de los derechos humanos, la Corte Suprema aplicó la 
Convención Americana de Derechos Humanos para admitir jurisprudencial-
mente la acción o recurso de amparo. 

En efecto, el artículo 3 de la Constitución de la Republica Dominicana 
establece que “La República Dominicana reconoce y aplica las normas del 
Derecho Internacional general y americano en la medida en que sus poderes 
públicos las hayan adoptado”. Conforme a ello, en 1977 el Congreso aprobó la 
Convención Americana de Derechos Humanos, en cuyos artículo 8,2 y 25,1 se 
regulan los principios generales del debido proceso y, en particular, la acción 
o recurso de amparo para la protección de los derechos humanos declarados en 
la Convención, en las Constituciones y en las leyes de los Estados miembros. 

De acuerdo con estas previsiones, si bien era cierto que la Constitución 
no regulaba expresamente la acción o recurso de amparo, el mismo estaba 
consagrado en la Convención Americana, por lo que dicho recurso podía ejer-
cerse por toda persona en protección de sus derechos. El problema, sin embar-
go, radicaba en la ausencia de las reglas de procedimiento relativas al amparo, 
                                                 
95  Véase en Iudicum et Vita, Jurisprudencia nacional de América Latina en Derechos Humanos, 

No. 5, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José, Costa Rica, Diciembre 1997 
pp. 72-79. 
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incluyendo la ausencia de normas legales atributivas de competencia judiciales 
para conocer de la acción. Ello explica por qué hasta 1999 no se habían inten-
tado acciones de amparo.  

Ese año, sin embargo, una empresa privada, la empresa Productos Avon 
S.A., intentó un recurso de amparo ante la Corte Suprema contra una sentencia 
dictada por un juzgado con competencia en materia laboral, alegando viola-
ción de derechos constitucionales, y fue dicha acción la que originó la admisi-
bilidad jurisprudencial de la acción de amparo en la República Dominicana sin 
que hubiera disposición constitucional o legal sobre la misma. 

En efecto, la Corte Suprema en su sentencia del 24 de febrero de 1999, 
admitió la acción de amparo intentada por la mencionada empresa Avon, de-
clarando al amparo como “una institución de derecho positivo” y prescribien-
do en la decisión las reglas básicas de procedimiento para el ejercicio de tales 
acciones de amparo96.  El caso se desarrolló como sigue: 

1. La empresa demandante alegó que la decisión judicial del tribunal la-
boral había violado su derecho a ser juzgado por el juez natural, a cuyo efecto 
solicitó a la Corte Suprema que: primero, declarara en su sentencia que el am-
paro debía considerarse como una institución dominicana de derecho público; 
y segundo, que la Corte Suprema, de acuerdo con las disposiciones de la Ley 
Orgánica Judicial que le atribuye a la Corte el poder de resolver sobre el pro-
cedimiento aplicable en caso de que no exista uno legalmente prescrito, dispo-
niendo las normas respectivas, que en consecuencia estableciera dichas nor-
mas en relación con los recursos de amparo. Adicionalmente, el recurrente 
solicitó a la Corte que dictara una medida cautelar suspendiendo los efectos de 
la sentencia laboral impugnada mientras durase el juicio de amparo. 

2. La Corte Suprema, a los efectos de decidir, estableció el criterio que 
los tratados internacionales invocados por el recurrente, particularmente los 
artículos 8 y 25,1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, eran 
parte del derecho interno de la República Dominicana, y tenían la finalidad de 
garantizar la protección judicial de los derechos fundamentales reconocidos en 
la Constitución, en la ley y en la indicada Convención, contra todo acto viola-
torio de  dichos derechos, cometido por cualquier persona actuando o no en el 

                                                 
96  Véase en Véase en Iudicum et Vita, Jurisprudencia nacional de América Latina en Derechos 

Humanos, No. 7, Tomo I,  Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José, Costa Ri-
ca, Diciembre 2000 p. 329 y ss. Véanse los comentarios a dicha sentencia en Allan R. Brewer-
Carías, “La admisión jurisprudencial de la acción de amparo en ausencia de regulación consti-
tucional o legal en la República Dominicana”, idem, pp. 334 y ss; y en Revista IIDH, Instituto 
Interamericano de Derechos Humanos, San José, 2000. 
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ejercicio de funciones públicas, por lo que incluso se admitía contra actuacio-
nes de particulares. En este aspecto, la Corte Suprema resolvió que: 

“Contrariamente a como ha sido juzgado en el sentido de que los actos violatorios 
tendrían que provenir de personas no investidas con funciones judiciales o que no ac-
túen en el ejercicio de esas funciones, el recurso de amparo, como mecanismo protec-
tor de la libertad individual en sus diversos aspectos, no debe ser excluido como re-
medio procesal específico para solucionar situaciones creadas por personas investidas 
de funciones judiciales ya que, al expresar  el artículo25.1 de la Convención, que el 
recurso de amparo está abierto  a favor de toda persona contra actos que violes sus 
derechos fundamentales, “aún cuando tal violación sea cometida por personas que ac-
túen en ejercicio de sus funciones oficiales”, evidentemente incluye entre éstas a las 
funciones judiciales ”. 

Igualmente, la Corte resolvió que la vía del amparo: 

“Queda abierta contra todo acto u omisión de los particulares o de los órganos o agen-
tes de la administración pública, incluido la omisión o el acto administrativo, no ju-
risdiccional. Del poder judicial, si lleva cualquiera de ellos una lesión, restricción o 
alteración, a un derecho constitucionalmente protegido”97  

En relación con este tema, la decisión de la Corte Suprema de la Repúbli-
ca Dominicana puede considerarse como muy importante en virtud de admitir 
claramente que la acción de amparo también procede contra particulares, si-
guiendo en tal sentido la concepción amplia del amparo iniciada en Argentina 
y que se sigue en Uruguay, Chile, Perú, Bolivia y Venezuela. La concepción 
restringida, en cambio, que excluye el amparo contra particulares, es la que se 
sigue en México, Brasil, Panamá, El Salvador y Nicaragua.  

La decisión de la Corte Suprema de la República Dominicana también 
siguió la concepción amplia del amparo, al admitirlo contra decisiones judicia-
les, tal como está aceptada en la Convención Americana, y en contra de la 
tendencia observada en otros países latinoamericanos que excluyen la acción 
de amparo contra sentencias o decisiones judiciales, como es el caso de Ar-
gentina, Uruguay, Costa Rica, Panamá, El Salvador, Honduras y Nicaragua. 
En Colombia, el decreto de 1999, regulador de la acción de tutela también 
admitió la acción de amparo contra decisiones judiciales, pero la Corte Consti-
tucional rápidamente anuló el artículo 40 que lo consagraba, considerando que 
violaba el derecho a la cosa juzgada de las decisiones judiciales definitivas98.  
                                                 
97  Idem. p. 332 
98  Sentencia C.543 de 24 septiembre de 1992. Véase en Manuel José Cepeda Espinosa, Derecho 

Constitucional Jurisprudencia, Legis, Bogotá 2001, p. 1009 y ss. 
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Sin embargo, posteriormente, la tutela fue admitida contra decisiones judicia-
les fundamentándose en el control de la vía de hecho judicial como instrumen-
to para enfrentar y someter la arbitrariedad judicial 99  

3. En relación con la decisión de la Corte Suprema de la República Do-
minicana, adicionalmente decidió que incluso en ausencia de reglas de proce-
dimiento respecto del trámite del recurso de amparo, contrariamente a lo que 
sucedía con el recurso habeas corpus que en cambio si disponía de una regula-
ción legal que establecía el juez competente y el procedimiento respectivo; 
tratándose el amparo de un medio judicial simple, rápido y efectivo para la 
protección de todos los otros derechos constitucionales distintos a los protegi-
dos mediante el habeas corpus, ningún juez podría rechazar su admisión adu-
ciendo la ausencia de regulación legal. A tales efectos, la Corte Suprema, con-
forme se establece en el artículo 29,2 de la Ley Orgánica Judicial, y a los efec-
tos de evitar la confusión que podría ocasionar la ausencia de reglas de proce-
dimiento, invocó su potestad de establecerlas, resolviendo en definitiva:  

“Declarar que el recurso de amparo previsto en el artículo 25,1 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos DE SAN José, Costa Rica, del 22 de noviembre de 
1969, es una institución de derecho positivo dominicano, por haber sido adoptada y 
aprobada por el Congreso Nacional, mediante Resolución No. 739 del 25 de diciem-
bre de 1977, de conformidad con el artículo 3, de la Constitución de la República”100.   

Como consecuencia, la Corte Suprema pasó a resolver los problemas 
prácticos que podría originar la aceptación del amparo, estableciendo las re-
glas de procedimiento, así: primero, determinando que la competencia para 
conocer en materia de amparo corresponde a los tribunales de primera instan-
cia en el lugar donde se haya producido la acción u omisión cuestionada; y 
segundo, estableciendo las reglas de procedimiento, en sentido similar a las 
dispuestas en los artículos 101 y siguientes de la ley No. 834 de 1978, agre-
gando algunas referencias respecto de los plazos para intentar la acción ante 
los tribunales, de la audiencia que debe tener lugar para decidir, de los plazos 
para decidir y del lapso de apelación.  

La Corte Suprema, finalmente, a los efectos de evitar los abusos que po-
dría producir la admisión del amparo, recordó que dicho recurso no debía en-

                                                 
99  Sentencia T-213 de 13 de mayo de 1994. Idem, p. 1022 y ss 
100  Idem. p. 333 
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tenderse como la introducción de una tercera instancia en los procesos judicia-
les101. 

Esta sentencia de la Corte Suprema de la República Dominicana, adopta-
da en ausencia de regulaciones constitucionales y legales sobre la acción de 
amparo, admitiendo este medio judicial de protección de los derechos huma-
nos de acuerdo con lo establecido en la Convención Americana de derechos 
Humanos, sin duda, es una de las más importantes sentencias de dicha Corte 
en la materia, no sólo en relación con la admisibilidad de la acción de ampa-
ro102, sino en cuanto a la aplicabilidad directa en el orden interno de las dispo-
siciones de la Convención Americana de Derechos Humanos. 
 
IX. LOS PRINCIPIOS DE INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL 
SOBRE DERECHOS HUMANOS Y LA APLICACIÓN DE LOS TRA-
TADOS INTERNACIONALES   

Por último, otra técnica interpretativa que ha permitido la ampliación por 
los tribunales constitucionales del elenco de derechos humanos, más allá de 
los declarados en las Constituciones, recurriendo a lo establecido en los ins-
trumentos internacionales, en ausencia del otorgamiento de rango normativo 
alguno a los mismos también deriva de las regulaciones establecidas en las 
propias Constituciones, por ejemplo, al disponer que lod derechos enumerados 
deben interpretarse de acuerdo con lo establecido en los instrumentos interna-
cionales; mediante la incorporación en los preámbulos o declaraciones genera-
les de las Constituciones de referencias a las declaraciones universales de de-
recho humanos; o mediante la regulación del principio de la progresividad en 
la interpretación de los derechos humanos.  

En primer lugar, algunas Constituciones, por ejemplo, expresamente dis-
ponen como principio que la interpretación de sus normas relativas a derechos 
humanos debe hacerse de atendiendo a lo establecido en los instrumentos in-
ternacionales sobre la materia. Esta fue la técnica seguida por la Constitución 
de España (Artículo 10,2) y Portugal (Artículo 16,2) y en América Latina en 
la que sigue la Constitución de Colombia de 1991, cuyo artículo 93 dispone 

                                                 
101  Véase en Iudicum et Vita, Jurisprudencia nacional de América Latina en Derechos Humanos, 

No. 7, Tomo I,  Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José, Costa Rica, Diciem-
bre 2000 p. 329 y ss. Véanse los comentarios a dicha sentencia en Allan R. Brewer-Carías, “La 
admisión jurisprudencial de la acción de amparo en ausencia de regulación constitucional o le-
gal en la República Dominicana”, idem, pp. 334 ff. 

102  Idem, p. 334 ff. 
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que “Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratifi-
cados por Colombia”.  

De acuerdo con esta previsión constitucional, los órganos del Estado y no 
solo los tribunales, están obligados a interpretar las regulaciones constitucio-
nales sobre derechos humanos de conformidad con lo dispuesto en los tratados 
internacionales sobre la materia; siendo el resultado de ello, tanto el recono-
cimiento de los derechos declarados en dichos tratados como teniendo igual 
rango y valor constitucional que los derechos declarados en la Constitución 
misma como su aplicabilidad directa en el ámbito interno, ya que aquellos son 
los que deben guiar la interpretación de estos.   

Esta técnica interpretativa, en todo caso, ha sido utilizada frecuentemente 
por los tribunales en Colombia al interpretar el ámbito y extensión de los de-
rechos constitucionales, como fue el caso de la sentencia de la Corte Constitu-
cional de 22 de febrero de 1996, dictada con motivo de decidir la impugnación 
por inconstitucionalidad de la ley de destinada a regular las trasmisiones de 
televisión, que el impugnante consideró contraria al derecho constitucional a 
informar. La Corte Constitucional, en la sentencia, comenzó su argumento se-
ñalando que: 

 “La validez interna de una norma consagrada por el legislador no solamente está su-
peditada a la adecuación de su preceptiva a os postulados y mandatos constituciona-
les, sino que también depende del acatamiento de los compromisos internacionales de 
Colombia, pactados en tratados públicos aprobados por el Congreso y ratificados por 
el Jefe del Estado de acuerdo con la Constitución (artículos 9; 159 numeral 16; 189, 
numeral 2 y 226). 

La conformidad de la legislación interna con los tratados internacionales y con las 
obligaciones contraídas por el Estado colombiano con otros Estados o con entidades 
supranacionales es exigida con mayor rigor por la Constitución Política cuando se tra-
ta de la aplicación y el ejercicio de los derechos fundamentales, según resulta con ni-
tidez meridiana drel artículo 93 de la carta Política, a cuyo tenor los tratados y conve-
nios internacionales que hubiere aprobado el Congreso y ratificado el Ejecutivo, me-
diante los cuales se reconocen los derechos humanos y en los que se prohíbe su limi-
tación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno”. 

La norma constitucional declara sin rodeos que los derechos y deberes consagrados 
en el Estatuto Fundamental se interpretarán de conformidad con los tratados interna-
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cionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”103     

Con fundamento en lo anterior, la Corte Constitucional luego pasó a refe-
rirse a la libertad de expresión del pensamiento y al derecho constitucional a 
informar de acuerdo con lo establecido en el artículo 19,2 del Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos y en el artículo 13,2 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, particularmente en relación con la univer-
salidad del ejercicio de tales derechos, “sin consideraciones de fronteras”; 
concluyendo que: 

“Prohibir en el territorio nacional se instalen o pongan en funcionamiento estaciones 
terrenas destinadas a la captación y posterior difusión, transmisión o distribución de 
señales de satélites, bien que su procedencia sea nacional o internacional, implicaría 
flagrante vulneración del derecho a la información, que cobija a toda persona en los 
términos del artículo 20 de la Constitución”104.  

Una segunda técnica interpretativa que conduce a la aplicación de los tra-
tados internacionales en el orden interno, adquiriendo además rango constitu-
cional, resulta de las declaraciones generales contenidas en los Preámbulos de 
los textos constitucionales en los cuales se hace referencia a las declaraciones 
internacionales de derechos humanos o a los derechos humanos como valor 
universal. 

En esta forma, muchos de los Preámbulos de las Constituciones  dictadas 
después de la Segunda Guerra Mundial, hacen referencia a los derechos 
humanos y en particular a las declaraciones internacionales, como valores 
fundamentales de la sociedad. El ejemplo más clásico es el de la Constitución 
francesa de 1958 en la cual, sin que en su texto se haya incorporado una decla-
ración de derechos humanos, se establece la siguiente declaración general con-
tenida en el Preámbulo: 

El Pueblo Francés proclama solemnemente su dedicación a los Derechos del Hombre 
y a los principios de soberanía nacional definidos en la Declaración de 1789, reafir-
mados y complementados en el Preámbulo de la Constitución de 1946. 

                                                 
103  Véase en Iudicum et Vita, Jurisprudencia nacional de América Latina en Derechos Humanos, 

No. 5, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José, Costa Rica, Diciembre 1997 
pp. 34-35. 

104  Idem, p. 37  
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Con fundamento en esta declaración, como antes se ha dicho, el Consejo 
Constitucional francés extendió el bloque de la constitucionalidad105, atribu-
yendo rango y valor constitucional a los derechos humanos consagrados en la 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789106, con lo 
cual, al decir de Jean Riveró, “La Constitución francesa doblo su volumen con 
la sola voluntad del Consejo Constitucional”107.  

En América Latina, muchas Constituciones también contienen declara-
ciones generales en las cuales se definen los propósitos de la organización po-
lítica y de la sanción de la propia Constitución, estableciendo una orientación 
general para la actuación de los órganos del Estado en relación con el respeto 
y garantía de los derechos humanos. Por ejemplo, la Constitución de Venezue-
la declara que dicho texto se ha sancionado con el fin de que se “asegure el 
derecho a la vida, al trabajo, a la cultura, a la educación, a la justicia social y a 
la igualdad sin discriminación ni subordinación alguna”, promoviendo “la ga-
rantía universal e indivisible de los derechos humanos”. 

La Constitución de Guatemala, por su parte, también expresa en su 
Preámbulo que dicho texto se ha dictado “afirmando la primacía de la persona 
humana como sujeto y fin del orden social” y ”decididos a impulsar la plena 
vigencia de los Derechos Humanos dentro de un orden institucional estable, 
permanente y popular, donde gobernados y gobernantes procedan con absolu-
to apego al derecho”. 

Siendo en estos casos, el objetivo general de las Constituciones, el garan-
tizar, promover e impulsar el efectivo goce y ejercicio de los derechos huma-
nos referidos en el contexto universal, los derechos incorporados en las decla-
raciones y tratados internacionales poden ser considerados o interpretados 
como teniendo el mismo rango y valor de los que se han incorporado en el 
texto de las declaraciones constitucionales. 

Otras Constituciones  contienen declaraciones de principio similares, aún 
cuando no el sus preámbulos, sino en el propio texto constitucional, al regular-
se aspectos específicos del funcionamiento de los órganos del Estado, impo-
niéndoseles como obligación, por ejemplo, el garantizar efectivamente el de-
                                                 
105 Véase L. Favoreu, «Le principe de constitutionalité. Essai de définition d'après la juris-

prudence du Conseil constitutionnel”, en Recueil d'études en 1'honneur de Charles Ei-
senmann, Paris 1977, p. 33. 

106  Véase Allan R. Brewer-Carías, Judicial Review in Comparative Law, Cambridge University 
Press, 1989. 

107 Véase J. Rivero, «Rapport de Synthèse” en L. Favoreu (ed.), Cours constitutionnelles 
européennes et droit fondamentaux, Aix-en-Provence 1982, p. 520. 
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recho de todas las personas para el goce y ejercicio de sus derechos constitu-
cionales. En estos casos, al establecerse como obligación estatal el necesario 
respeto a los derechos humanos o el garantizar que puedan ser efectivamente 
ejercidos, ello se ha interpretado como reconociendo el valor universal de los 
derechos, y su rango constitucional, aún cuando no estén en el texto constitu-
cional. 

Es el caso de la Constitución de Chile, en la cual, en la reforma de 1989, 
se incorporó una declaración general en la cual se reconoció que el ejercicio 
de la soberanía está limitado por “el respeto a los derechos esenciales que 
emanan de la naturaleza humana”, prescribiendo además, como un “deber de 
los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por 
esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por 
Chile y que se encuentren vigentes” (art. 5). En consecuencia, si es un deber 
de los órganos del Estado el respetar y promover los derechos humanos que 
están garantizados en los tratados internacionales, dichos derechos adquieren 
igual rango y valor constitucional que el de los derechos constitucionales 
enumerados en el texto fundamental. Incluso la referencia constitucional a los 
“derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana” permite y exige 
que no solo los declarados en el texto constitucional tengan el carácter de de-
rechos constitucionales, sino los  enumerados en los tratados internacionales, e 
incluso, por ejemplo, que también tengan tal carácter aquellos no enumerados 
en texto expreso pero que sean esenciales a la naturaleza humana.  

La Constitución de Ecuador también prescribe en su artículo 16, en el 
misma orientación, que “El más alto deber del Estado consiste en respetar y 
hacer respetar los derechos humanos que garantiza esta Constitución”, garan-
tizando el Estado “a todos sus habitantes, sin discriminación alguna, el libre y 
eficaz ejercicio y el goce de los derechos humanos establecidos en esta Consti-
tución y en las declaraciones, pactos, convenios y más instrumentos interna-
cionales vigentes”; obligándose el Estado, además, a adoptar “mediante planes 
y programas permanentes y periódicos, medidas para el efectivo goce de estos 
derechos” (Art. 17). 

En consecuencia, en estos casos, las obligaciones del Estado se refieren 
no solo a garantizar el ejercicio de los derechos enumerados en la Constitu-
ción, sino en los instrumentos internacionales, los cuales por tanto puede con-
siderarse que adquieren  el mismo rango y valor que aquellos. 

En este sentido, también debe hacerse especial referencia a la Constitu-
ción de Nicaragua, en la cual se incorporó una declaración general en el artí-
culo 46, conforme a la cual, en el territorio nacional, toda persona goza no so-
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lo “de la protección estatal y del reconocimiento de los derechos inherentes a 
la persona humana, del irrestricto respeto, promoción y protección de los de-
rechos humanos” sino además, de la protección del Estado respecto “de la 
plena vigencia de los derechos consignados en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos; en la Declaración Americana de Derechos y Deberes del 
Hombre, en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la Organi-
zación de las Naciones Unidas y en la Convención Americana de Derechos 
Humanos de la Organización de Estados Americanos”. 

En este caso, la referencia constitucional a ciertos tratados internaciona-
les de derechos humanos, dada la dinámica internacional en la material, debe 
entenderse como una enumeración no restrictiva, particularmente por la refe-
rencia previa a los derechos inherentes a la persona humana.   

Ahora bien, con fundamento en este artículo 46 de la Constitución de Ni-
caragua, y alegándose la violación de derechos consagrados en tratados inter-
nacionales, por tanto, se han impugnado leyes por inconstitucionalidad, como 
fue el caso de la Ley General sobre los medios de la Comunicación Social 
(Ley. No. 57) de 1989. En la sentencia respectiva de la Corte Suprema de Jus-
ticia de Nicaragua de fecha22 de agosto de 1989, si bien se declaró sin lugar el 
amparo por inconstitucionalidad que se había intentado, para resolver la Corte 
consideró extensivamente las violaciones denunciadas no sólo respecto de ar-
tículos constitucionales como el artículo 46, sino a través del mismo, de nor-
mas de la Declaración Universal de Derechos Humanos, del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos y de la Convención Americana de Dere-
chos Humanos108.  

Finalmente, también debe hacerse mención a la Constitución de Brasil, 
en la cual se proclamó que el Estado en sus relaciones internacionales se rige 
por el principio de la prevalencia de los derechos humanos  (Artículo 4,III); y 
se indicó que como el Estado es un Estado democrático de derecho, tiene co-
mo uno de sus fundamentos la dignidad de la persona humana (Artículo I, III). 
En relación con los derechos humanos, en particular, el artículo 5,2 de la 
Constitución dispone que “los derechos y garantías establecidos en esta Cons-
titución no excluye otros que pueden resultar del régimen y de los principios 

                                                 
108  Véase el texto de la sentencia en Iudicum et Vita, Jurisprudencia nacional de América Latina 

en Derechos Humanos, No. 5,  Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José, Costa 
Rica, Diciembre 1997, pp. 128-140. Véanse los comentarios de Antonio Cancado Trindade, 
“Libertad de expresión y derecho a la información en los planos internacional y nacional”, 
Idem, p.194.  
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por ella adoptados, o de los tratados internacionales en que la República Fede-
rativa del Brasil sea parte”(Art. 5,2).  

Este artículo también se ha interpretado, en la misma línea general de las 
otras Constituciones latinoamericanas, como un mecanismo para reconocer en 
el orden interno, el rango y valor de los derechos humanos declarados en los 
instrumentos internacionales, que por ello, pueden tener aplicación directa por 
los tribunales109. 

Por ultimo, también debe hacerse mención  al principio de la progresivi-
dad como mecanismo de interpretación de los derechos humanos, mediante el 
cual, como cuestión de principio  no se puede admitir una interpretarse o apli-
cación de una norma relativa a derechos humanos que resulte en una disminu-
ción de su goce, ejercicio y protección efectivos; y además, que en caso de que 
existan varias previsiones reguladoras de derechos, la que debe aplicarse con 
prelación es la que disponga la regulación más favorable110. Tal como lo había 
resuelto la antigua Corte Suprema de Justicia de Venezuela, “el principio jurí-
dico de progresividad envuelve la necesidad de aplicar con preferencia la 
norma más favorable a los derechos humanos, sea de Derecho Constitucional, 
de Derecho Internacional o de derecho ordinario”111. En consecuencia, la in-
terpretación de las leyes relativas a derechos humanos siempre debe guiarse 
por el principio de progresividad, en el sentido de que siempre debe resultar 
una interpretación más protectiva en relación con los mismos.   

El principio de la progresividad, por otra parte, se incorporó expresamen-
te en el texto constitucional de Venezuela 1999, en cuyo artículo 19 se dispone 
que el Estado garantiza a toda persona “el goce y ejercicio irrenunciable, indi-
visible e interdependiente de los derechos humanos…conforme al principio de 
progresividad y sin discriminación alguna”.  

Ahora bien, en relación con este principio de progresividad, en particular 
en cuanto su implicancia respecto de la aplicación preferente de la norma que 
contenga regulaciones más favorables al ejercicio del derecho (favor liberta-
                                                 
109  Antonio Cancado Trindade ha considerado que la con estas normas, la Constitución de Brasil le 

otorga a los tratados de derechos humanos, naturaleza constitucional, inmediatamente exigibles 
en el derecho interno. Véase, Directo internacional e directo interno: Sua Interacão dos derei-
tos humanos, San José, 1996 citado por Humberto Henderson, “Los tratados internacionales de 
derechos humanos en el orden interno: la importancia del principio pro homine”, en Revista 
IIDH, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, No. 39, San José 2004, p. 78, nota 12. 

110  Véase Pedro  Nikken, La protección internacional de los derechos humanos. Su desarrollo 
progresivo, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, Ed. Civitas, Madrid, 1987 

111  Sentencia de 30-07-1996, en Revista de Derecho Público, No. 67-68, Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas 1996, p. 170 
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tis), en una importante sentencia de amparo dictada por la antigua Corte Su-
prema de Justicia de Venezuela de 3 de diciembre de 1990, dicho supremo 
tribunal lo aplicó al referirse a los derechos de la mujer embarazada.  

En efecto, el caso se trató de una funcionaria pública que durante su em-
barazo, fue despedida de su cargo sin causa justificada. Para la fecha, la Ley 
del  Trabajo no establecía derecho alguno de la mujer embarazada a no ser 
despedida de su cargo sin causa justificada, lo que sin embargo si estaba regu-
lado en el Convenio No, 103 de la Organización Internacional del Trabajo y 
en la Convención eliminando toda forma de discriminación contra la mujer. 
En cuanto a la normativa constitucional, el artículo 74 de la Constitución de 
1961 solo contenía una previsión general relativa al derecho de protección de 
la maternidad. 

La Corte Suprema, sin embargo, en el caso concreto, después de analizar 
la protección solicitada por la funcionaria despedida, que le impedía gozar de 
su derecho al descanso pre y post natal, declaró con lugar la acción de amparo 
que había sido intentada, resolviendo que:  

“El derecho a la inamovilidad en el trabajo de la mujer embarazada y el derecho a 
disfrutar del descanso pre y post natal constituyen derechos inherentes a la persona 
humana los cuales se constitucionalizan de conformidad con el artículo 50 de nuestro 
Texto Fundamental, según el  cual “la enunciación de los derechos y garantías conte-
nidos en esta Constitución no debe entenderse como negación de otros que, siendo 
inherentes de la persona humana, no figuren expresamente en ella. La falta de ley re-
glamentaria de estos derechos no menoscaba el ejercicio de los mismos”.    

De modo que de toda esta normativa de carácter Supranacional, y en particular el 
mandato contenido en el artículo 74 de la Constitución, consagra la protección de la 
maternidad y de la mujer trabajadora, materializando tal protección a través de la 
consagración de la inamovilidad en el trabajo de la mujer embarazada y el derecho a 
disfrutar del descanso pre y post-natal”.  

Con fundamento en tan claras y terminantes disposiciones, esta Corte considera que 
cual2quier intento del patrono o empleador de cercenar el derecho a ;la inamovilidad 
en el trabajo de la mujer embarazada sin que medie causal de despido por de retiro 
por razones disciplinarias y al no permitir el disfrute del derecho al descanso pre y 
post natal, constituye una evidente y flagrante violación al principio constitucional 
consagrado en los artículos 74 y 93 de la Constitución”112 

                                                 
112  Caso: Mariela Morales de Jiménez. Véase en Revista de Derecho Público, N0. 45, Editorial 

Jurídica Venezolana, Caracas, 1991, pp. 84-85. Véanse las referencias en  la sentencia de 30-
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En este caso, por tanto, el principio interpretativo de la progresividad 
condujo a la aplicación directa por los tribunales de las normas internacionales 
más favorables en materia de derechos humanos.  

Otras Constituciones como la de Ecuador,  no sólo establecen el principio 
de que “los derechos y garantías determinados en esta Constitución y en los 
instrumentos internacionales vigentes, serán directa e inmediatamente aplica-
bles por y ante cualquier juez, tribunal o autoridad”, sino que se dispone ex-
presamente la progresividad como principio de interpretación, al prescribir 
que “en materia de derechos y  garantías constitucionales, se estará a la inter-
pretación que más favorezca su efectiva vigencia”. 

Este principio de la progresividad en la interpretación de los derechos 
humanos que incluso ha sido regulado en la Convención Americana de Dere-
chos Humanos (Artículo 25), puede decirse que equivale al también denomi-
nado principio pro homine, el cual ha sido definido como “un criterio herme-
néutico que informa todo el derecho de los derechos humanos, en virtud del 
cual se debe acudir a la norma más amplia, o a la interpretación más extensiva, 
cuando se trate de reconocer derechos protegidos”; y que implica que en mate-
ria de derechos humanos, la interpretación “estará siempre a favor del hom-
bre”(pro homine)”113. El principio se ha deducido como incorporado en las 
Constituciones, como las ya mencionadas de Chile y Perú, cuando precisan 
como fin esencial del Estado el respeto de los derechos humanos. Era el caso 
de la Constitución del Perú de 1993, en la cual se disponía que “la defensa de 
la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin de la sociedad y del 
Estado”(art. 1); y es el caso de la Constitución de Chile en la cual se dispone 
como “deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, 
garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales 
ratificados por Chile y que se encuentren vigentes” (art. 5)114. 

                                   
07-1996 en Revista de Derecho Público, No. 97-98, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas  
1996, p 170. 

113  Véase Mónica Pinto, “El principio pro homine. Criterio hermenéutico y pautas para la regula-
ción de los derechos humanos”, en La aplicación de los tratados sobre derechos Humanos por 
los tribunales locales, Centro de Estudios Legales y Sociales, Buenos Aires, 1997, p. 163. Véa-
se además, Humberto Henderson, “Los tratados internacionales de derechos humanos en el or-
den interno: la importancia del principio pro homine”, en Revista IIDH, Instituto Interamerica-
no de Derechos Humanos, no. 39, San José 2004, p.92.   

114  Véase Iván Bazán Chacón, “Aplicación del derecho internacional en la judicialización de vio-
laciones de derechos humanos” en Para hacer justicia. Reflexiones en torno a la judicializa-
ción de casos de violaciones de derechos humanos, Coordinadora Nacional de Derechos 
Humanos, Lima, 2004, p.27; Humberto Henderson, “Los tratados internacionales de derechos 
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Como lo ha precisado Henderson, el principio pro homine tiene varias 
formas de aplicación, entre las que se destacan: en primer lugar, en los casos 
en los cuales esta en juego la aplicación de varias normas relativas a derechos 
humanos, debe aplicarse aquella que contenga protecciones mejores o más 
favorables para el individuo; en segundo lugar, en casos en los cuales se está 
en presencia de una sucesión de normas, debe entenderse que la norma poste-
rior no deroga la anterior si esta consagra protecciones mejores o mayores que 
deben conservarse para las personas; y en tercer lugar, cuando se trate de la 
aplicación de una norma, debe siempre interpretarse en la forma que mejor 
tutele a la persona115. 
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humanos en el orden interno: la importancia del principio pro homine”, en Revista IIDH, Insti-
tuto Interamericano de Derechos Humanos, no. 39, San José 2004, p.89, nota 27. 

115  Véase Humberto Henderson, “Los tratados internacionales de derechos humanos en el orden 
interno: la importancia del principio pro homine”, en Revista IIDH, Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos, no. 39, San José 2004, pp. 92-96. 


